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I. 	 INTRODUCCIÓN

La globalización, junto a los avances en las nuevas tecnologías y la impara-
ble digitalización de nuestra sociedad, han originado cambios significativos e 
irreversibles en las formas de prestación del trabajo, favoreciendo la paulatina 
generalización del trabajo a distancia, y en particular, del teletrabajo, como 
una modalidad de aquél.

Es cierto que el trabajo a distancia no es una realidad nueva; las primeras 
experiencias de trabajo desde el domicilio (home office) se sitúan en los Estados 
Unidos en la década de los 70, de la mano del inicial avance de las tecnolo-
gías 1. También lo es que el trabajo en remoto ha ido experimentando desde 
entonces un crecimiento paralelo a la aparición e implementación progresiva 
de las nuevas tecnologías y la correlativa digitalización de todas las esferas de 
la vida profesional de los ciudadanos, y se ha visto especialmente impulsado a 
raíz de la pandemia de la COVID-19, recibiendo, a partir de dicho momento, 
una mayor atención por parte de organismos e instituciones internacionales, 
europeas y nacionales, junto a un mayor interés de la propia ciudadanía, en 
general.

Pese a no ser una realidad desconocida, lo cierto es que hasta la reciente 
crisis sanitaria provocada por la pandemia, el marco regulatorio del trabajo a 
distancia, entendido como el trabajo que se realiza fuera de los locales y cen-
tros habituales de la empresa, y del que el teletrabajo es una subespecie que 
implica la utilización de las nuevas tecnologías para la prestación de los servi-
cios laborales, era bastante reducido. Estas “nuevas” formas de prestación de 
los servicios laborales habían sido objeto de regulación tanto en el ámbito in-
ternacional, como en los ordenamientos internos de algunos Estados, si bien, 
como veremos seguidamente, estas disposiciones normativas podían ser consi-
deradas (y de hecho, continúan siendo) insuficientes; en especial, si se repara 
en que no contemplan todos los aspectos relacionados con esta modalidad de 
prestación del trabajo, entre los que se sitúan los propiamente fiscales. 

La premisa de partida, en consecuencia, es que al trabajo a distancia, y 
en particular, al teletrabajo, le resultan de aplicación los principios y reglas 
generales de tributación de las rentas del trabajo, que, debemos recordar, han 
sido concebidas para un modelo de producción y de relaciones laborales ba-
sado en la presencia del trabajador en el centro de trabajo, así como, en la 
escasa movilidad del factor trabajo; ya nos encontremos en un contexto inter-

1  Véase MORIES JIMÉNEZ, M.T (2023:29), Fiscalidad del teletrabajo, Valencia: Tirant lo 
Blanch.
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nacional, europeo o estrictamente nacional. Cabe cuestionarse, pues, si estas 
normas impositivas se adaptan a las nuevas relaciones laborales en las que las 
prestaciones de servicios se llevan a cabo en remoto; y para responder a este 
interrogante resulta imprescindible examinar la tributación de las rentas deri-
vadas del teletrabajo en un doble plano: internacional y nacional. 

Precisamente, en este trabajo vamos a analizar, en un primer momento, 
las implicaciones fiscales derivadas del teletrabajo internacional, entendido 
como aquél en el que el trabajador y la empresa se encuentran establecidos en 
jurisdicciones fiscales distintas. A estos efectos resulta oportuno recordar que 
el carácter definitorio del teletrabajo reside en la posibilidad de prestar un 
servicio laboral a distancia, sin necesidad de que el sujeto se desplace ni esté 
presente en el establecimiento o centro de trabajo de la empresa, pudiendo 
realizar su actividad laboral desde el lugar deseado sirviéndose para ello de 
dispositivos electrónicos. Atendiendo a esta flexibilidad que brinda el teletra-
bajo puede resultar frecuente una situación que se antojaba inusual hasta la 
irrupción y paulatina consolidación de este fenómeno: que el trabajador se 
encuentre en un Estado y que el fruto de su trabajo se destine a una empresa, 
pagadora del servicio, que resida o se encuentre establecida en otro Estado 2. 
Al respecto, nos detendremos en el análisis de la problemática relacionada 
con la determinación de la residencia fiscal del propio trabajador, ante el au-
mento de la movilidad internacional de las personas físicas, y la coexistencia 
de puntos de conexión similares adoptados por los diferentes Estados; y nos 
referiremos a la tributación internacional de las rentas obtenidas por los tele-
trabajadores, tomando en consideración, como hipótesis de partida, la exis-
tencia de un Convenio para evitar la doble imposición suscrito entre los dos 
Estados implicados (el de procedencia –generalmente, residencia– y destino 
del teletrabajador), junto al supuesto contrario de ausencia de un acuerdo 
bilateral aplicable. 

Especial importancia cobra en el contexto del teletrabajo internacional, 
la creciente competencia fiscal surgida entre los Estados con objeto de atraer 
a su territorio a estos teletrabajadores internacionales; reconociéndoles, entre 
otras medidas de diversa naturaleza, un tratamiento fiscal específico más favo-
rable, consistente generalmente en el otorgamiento de exenciones fiscales, o 
en su caso, en la aplicación de tipos de gravamen más favorables, que conlle-
van, en consecuencia, una menor tributación. Para ello, se utiliza la residencia 
fiscal del teletrabajador no tanto como un criterio de sujeción que legitima el 

2  Vid. MARTOS, J.J. (2002), “Criterios de sujeción de las rentas del teletrabajo interna-
cional. Residencia fiscal y doble imposición internacional”, Trabajo, Revista Iberoamericana de 
Relaciones Laborales, 11: 170.
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gravamen de las rentas que percibe por el Estado del que es residente; sino, 
también, como un criterio de competencia fiscal entre los diferentes Estados. 

Descendiendo al ámbito puramente interno, nos detendremos en el exa-
men de las implicaciones fiscales derivadas del teletrabajo en el contexto na-
cional, y en particular, analizaremos las principales cuestiones controvertidas 
suscitadas a raíz de la aprobación de la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo 
a distancia; para concluir realizando una serie de propuestas de adaptación y 
mejora del actual marco regulatorio internacional e interno desde la perspec-
tiva fiscal a esta realidad del teletrabajo. 

II. 	 LA EXPANSIÓN DEL TELETRABAJO Y LA INSUFICIENCIA DE 
SU MARCO REGULATORIO DESDE LA PERSPECTIVA FISCAL

La preocupación por el trabajo realizado fuera de los establecimientos de 
la empresa ha sido una constante en la actuación normativa de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, que desde 1996 cuenta con normas que pre-
tenden atender los aspectos más problemáticos de esta modalidad de trabajo. 
En concreto, en su Convenio n.º 177 3, y en la Recomendación n.º 184, la OIT 
reguló el trabajo a domicilio, entendiendo como tal, el que se produce cuan-
do se realiza la actividad laboral en el domicilio de la persona trabajadora o 
en otro lugar que ésta escoja, distinto de los locales de trabajo de la empresa, 
a cambio de una remuneración y con el fin de elaborar un producto o prestar 
un servicio conforme a las especificaciones de la misma 4. 

Por su parte, en el ámbito de la Unión Europea no existe una regulación 
específica sobre esta cuestión, aunque sí diversas Directivas que de forma ge-
nérica abordan diversas cuestiones que han de ser tenidas en cuenta cuando 
la prestación de servicios laborales se realiza bajo la modalidad de teletraba-
jo, de tal modo que podemos considerar que inciden indirectamente sobre 
éste. Tal es el caso de la Directiva (UE) 2023/88/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, sobre la ordenación del tiempo de trabajo; la Directiva (UE) 

3  En el caso de España, este Convenio fue ratificado el 25 de mayo de 2022, y entró en 
vigor el 25 de mayo de 2023.

4  Art. 1 del Convenio de la OIT, n.º 177. Más recientemente, la OIT ha completado esta 
delimitación normativa del trabajo a distancia, diferenciando entre “teletrabajo a domicilio” 
(en el caso de que la actividad laboral se desarrolle desde el domicilio del empleado, utilizando 
las TIC), “teletrabajo móvil” (aquél en el que el empleado trabaja en varios lugares regularmen-
te, con un alto nivel de movilidad y utilizando las TIC), y “teletrabajo ocasional” (en el caso de 
que el empleado desarrolle ocasionalmente su actividad fuera de las instalaciones del emplea-
dor). Vid. MORIES JIMÉNEZ (2023: 24).



	 La dimensión fiscal del teletrabajo 	 241

89/391/CEE del Consejo, relativa a la seguridad y la salud en el trabajo; la 
Directiva (UE) 2019/1152 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a 
unas condiciones laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea; 
y la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento y del Consejo, sobre la con-
ciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y de los 
cuidadores. 

Hasta la fecha, el documento más relevante relativo al teletrabajo en el 
ámbito de la UE es el Acuerdo Marco Europeo sobre el Teletrabajo, suscrito 
por los interlocutores sociales europeos en julio de 2002, y revisado en 2009, 
con el objetivo de elaborar un marco general a escala europea sobre las con-
diciones laborales de los teletrabajadores y compaginar las necesidades de fle-
xibilidad y seguridad que son comunes a éstos y a las empresas. El Acuerdo 
otorga a las personas trabajadoras a distancia la misma protección global que 
a las que ejercen sus actividades en los locales de la empresa. A estos efectos, 
se define el teletrabajo como una forma de organización o de realización del 
trabajo utilizando las tecnologías de la información, en el marco de un con-
trato o de una relación laboral, en la que un trabajo que también habría podi-
do realizarse en los locales de la empresa, se ejecuta habitualmente fuera de 
éstos. Ninguna referencia se realiza, no obstante, a las posibles implicaciones 
fiscales que puedan derivarse del teletrabajo.

En el ámbito europeo ha de destacarse, igualmente, el Acuerdo Marco 
Europeo sobre Digitalización, suscrito por los interlocutores sociales en 2020, 
con el objeto de efectuar un diagnóstico compartido entre las representacio-
nes empresariales y sindicales respecto del impacto de la digitalización en el 
trabajo, y en base a lo anterior, establecer un conjunto de medidas para adap-
tar el trabajo a esta nueva realidad. Las referidas medidas se clasifican en cua-
tro ámbitos: competencias digitales y empleabilidad; inteligencia artificial y 
garantía del principio de control humano; respeto a la dignidad humana y 
sistemas de vigilancia; y modalidades de conexión y desconexión. En relación 
a estas últimas, se hace referencia expresa al teletrabajo con el objetivo de 
destacar la necesidad de delimitar el tiempo de trabajo del tiempo personal y 
garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores a través de la prevención 
en todos los aspectos relacionados con el trabajo, y en especial, respecto del 
derecho a la desconexión.

En cualquier caso, conviene recordar que se trata de acuerdos autónomos 
de los agentes sociales, que non han sido incorporados al Derecho Europeo. 
Su importancia radica en que contienen el marco de referencia para la regu-
lación por parte de los distintos Estados y para cualquier iniciativa normativa 
que se pudiera adoptar en el ámbito supranacional: garantizar que el teletra-
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bajo sea voluntario y reversible y que los teletrabajadores tengan los mismos 
derechos individuales y colectivos que los trabajadores similares de la empresa 
en que desempeñan su actividad, incluidas las condiciones de salud y seguri-
dad en el trabajo 5.

Junto a lo anterior, debemos tener en cuenta también que algunos países, 
entre los que se encuentra España, cuentan con su propia normativa específi-
ca relativa al teletrabajo 6. En nuestro caso, se trata de la Ley 10/2021, de 9 de 
julio, de trabajo a distancia, en la que se define el teletrabajo como el trabajo 
a distancia (esto es, el desempeñado en el lugar elegido por la persona trarba-
jadora, durante toda su jornada o parte de ésta, con carácter regular) que se 
lleva a cabo mediante el uso exclusivo o prevalente de medios y sistemas infor-
máticos, telemáticos y de telecomunicación (art. 2 de la citada Ley).

Una nota común a todas estas disposiciones normativas radica en que 
centran su atención casi en exclusiva en la regulación de los aspectos estric-
tamente laborales, y en consecuencia, se ocupan (y preocupan) de regular el 
impacto del teletrabajo sobre las personas trabajadoras, sus derechos y con-
diciones en las que deben realizar la prestación de servicios, sin incluir otros 
aspectos conexos, como puedan ser los relativos a la tributación. No afrontan, 
por tanto, la dimensión fiscal del teletrabajo 7. 

Por otra parte, esta peculiar ausencia concurre también, y resulta aún más 
llamativa, en las distintas iniciativas normativas puestas en marcha tanto por 
organismos e instituciones internacionales y europeas, como por la propia le-
gislación interna, para hacer frente a los retos derivados de la digitalización 
económica en el ámbito fiscal. Baste señalar, a título ejemplificativo, que en 
la presentación de la Acción 1 del Plan de Acción contra la erosión de la base im-
ponible y el traslado de beneficios (conocido como Proyecto BEPS) que tiene por 
objeto abordar los desafíos fiscales de la Economía Digital, no se incluye refe-
rencia alguna a las nuevas formas de prestación de servicios en el ámbito labo-
ral y su impacto en la tributación de las rentas de los trabajadores afectados. Sí 

5  CARRIZOSA-PRIETO, E (2022), “La regulación del teletrabajo estructural en 
Iberoamérica”, Archivos de Prevención de Riesgos Laborales, 2: 5 (versión electrónica).

6  En relación a la normativa sobre teletrabajo aprobada por los diferentes países de 
Iberoamérica, puede consultarse CARRIZOSA-PRIETO, E (2022).

7  Con la salvedad de las directrices aprobadas por la OCDE en abril de 2020 y marzo 
de 2021 en relación a los efectos derivados del teletrabajo desempeñado temporal y excepcio-
nalmente a causa de la pandemia y su incidencia en tributación de la empresa empleadora a 
efectos de considerar la existencia de un establecimiento permanente en el país en el que se 
encuentra el teletrabajador. Vid. OECD (2020), OECD Secretariat Analysis of Tax Treaties and the 
Impact of the Covid 19 Crissi, 3 abril 2020; y OECD (2021), Policy responses to Coronavirus COVID 19 
– Updated guidance on tax treaties and the impact of the Covid-19 Pandemic, 21 enero 2021.
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se hace referencia, no obstante, al impacto de la robotización y los avances en 
inteligencia laboral en el mercado laboral 8. Los trabajos desarrollados desde 
la presentación del Plan BEPS hasta la actualidad han centrado su atención en 
la tributación internacional de las rentas societarias, obviando las dificultades 
que afectan a la fiscalidad internacional de las personas físicas 9.

En conclusión, podemos afirmar que ya se trate de las disposiciones nor-
mativas reguladoras del trabajo a distancia y del teletrabajo, o de las especí-
ficas referidas a la materia fiscal, en ambos casos concurre una ausencia de 
referencia expresa a las implicaciones fiscales que puedan derivarse de estas 
nuevas realidades. Lo anterior no obedece a que resulte clara e indubitada la 
fiscalidad del teletrabajo, más bien al contrario, como tendremos la oportuni-
dad de comprobar seguidamente. 

Tan sólo recientemente en el contexto europeo el Comité Económico y So-
cial Europeo (en adelante, CESE), en su Dictamen sobre “Fiscalidad de los tele-
trabajadores transfronterizos y sus empleadores”, de 22 de noviembre de 2022, 
aborda las complejidades derivadas del teletrabajo, y anima a la Comisión Eu-
ropea a que analice la posibilidad de instaurar medidas que faciliten el teletra-
bajo entre los distintos Estados miembros logrando así un importante grado de 
coordinación dentro de la UE. Al respecto, el CESE considera fundamental que 
las normas fiscales relativas al teletrabajo entre los distintos Estados miembros 
eviten la doble imposición para trabajadores y empleadores, minimizando las 
obligaciones fiscales de los teletrabajadores transfronterizos, de tal modo que 
se pueda garantizar que todas las empresas, con independencia de su tamaño, 
puedan ofrecer la posibilidad de teletrabajar. Asimismo, plantea la posibilidad 
de establecer un sistema de ventanilla única similar al existente respecto del 
IVA, y recomienda a los Estados miembros que graven las rentas percibidas por 
los teletrabajadores localizados en su territorio cuando el número de jornadas 
trabajadas en dicho país superen los 96 días al año, como principales medidas a 
adoptar respecto de la fiscalidad del teletrabajo en el ámbito de la UE.

III. 	 FISCALIDAD DEL TELETRABAJO EN EL CONTEXTO 
INTERNACIONAL

Es preciso comenzar recordando que, en el ejercicio de su soberanía fis-
cal, cada Estado puede diseñar y regular de forma autónoma su propio siste-

8  Proyecto OCDE/G20 de Erosión de la Base Imponible y Traslado de Beneficios 
(2014:69) “Cómo abordar los desafíos fiscales de la Economía digital”, OCDE.

9  Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 602).
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ma fiscal, y en consecuencia, puede someter a imposición aquellos hechos 
que teniendo algún vínculo o conexión con dicho Estado sean indicativos de 
capacidad económica 10. Al configurar cada tributo, y en particular, al definir 
el hecho imponible del mismo, es necesario que exista una conexión suficien-
te entre alguno de los dos elementos que conforman dicho presupuesto de 
hecho, el hecho gravado (elemento objetivo) o el sujeto que lo realiza (ele-
mento subjetivo), y el Estado que lo establece. De ahí que los criterios de co-
nexión o sujeción que se utilizan habitualmente, puedan clasificarse en dos 
grandes grupos: personales y reales. Los puntos de conexión “personales” fi-
jan su atención en la condición personal del contribuyente y su vínculo con 
el Estado para justificar el gravamen; tomando en consideración, con carácter 
general, su condición de residente, y en algunos casos más excepcionales, la 
nacionalidad. De este modo, los contribuyentes residentes están sujetos a tri-
butación por “obligación personal”, lo que implica que, a efectos de la impo-
sición sobre la renta, se someten a gravamen por su renta mundial, con inde-
pendencia del lugar en el que se obtenga dicha renta. Por su parte, los puntos 
de conexión “reales” centran su atención en el elemento objetivo del hecho 
imponible (esto es, en el propio hecho, acto o negocio sometido a gravamen) 
y su vinculación con el Estado en el que se realizan.

Lo habitual es que los sistemas fiscales de los diferentes Estados combinen 
ambos criterios con el objeto de atraer todas las manifestaciones de rique-
za relacionadas con su jurisdicción 11. En nuestro caso, en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas (en adelante, IRPF) se somete a gravamen 
por obligación personal toda la renta percibida (incluida, por tanto los rendi-
mientos del trabajo) por los contribuyentes residentes en territorio español, 
con independencia del lugar donde se haya producido la renta y cualquiera 
que sea la residencia del pagador 12. Por su parte, en el Impuesto sobre la 
Renta de los No residentes (en adelante, IRNR) se grava las rentas obtenidas 
en territorio español por contribuyentes no residentes. En el caso de los ren-
dimientos del trabajo, se entenderán localizados en territorio español, con 
carácter general, cuando deriven, directa o indirectamente, de una actividad 
personal desarrollada en territorio español, como veremos seguidamente. 

En el caso de rentas internacionales percibidas por el trabajador, respecto 
de las cuales dos Estados tienen potestad para someterlas a gravamen, desem-
peñan un papel fundamental los Convenios para evitar la doble imposición, 
en los que se contienen las reglas de reparto de la potestad tributaria entre los 

10  Vid. MARTOS, J.J (2002: 172).
11  Vid. MARTOS, J.J (2002: 174).
12  Art. 2 de la Ley 35/2006, reguladora del IRPF.
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dos Estados contratantes y se fijan los criterios para evitar la doble imposición, 
entre otras cuestiones de interés. Mayores problemas plantean los supuestos 
en los que dicho convenio no existe, puesto que ambos Estados intentarán 
atraer hacia su jurisdicción fiscal al trabajador y someter a gravamen la totali-
dad de las rentas obtenidas por el mismo en base al criterio de residencia 13.

III.1. 	La inadecuación de los postulados básicos de la tributación 
internacional de las rentas del trabajo a las nuevas formas 
de prestación laboral

La tributación internacional de las rentas del trabajo descansa sobre dos 
pilares fundamentales 14: 

El primero de ellos se basa en la necesaria coincidencia entre el lugar de 
trabajo del empleado y el establecimiento o sede del empleador. Se considera, 
por tanto, que los trabajadores desarrollan su actividad laboral en el estable-
cimiento, oficina o local de la propia empresa. De ahí que tanto el empleado 
como el empleador se encuentren en un mismo Estado que será el legitimado 
para exigir los impuestos sobre la renta de cada uno de estos sujetos. Aho-
ra bien, a medida que las nuevas formas de prestación de servicios laborales, 
como el trabajo a distancia, y en especial, el teletrabajo se han ido expandien-
do, el envejecimiento u obsolescencia de este pilar esencial resulta más que 
evidente.

El segundo pilar descansa en la premisa de que el factor trabajo no es tan 
móvil como el factor capital; lo que, como ha puesto de manifiesto ESCRI-
BANO (2022: 577), ha permitido justificar un tratamiento fiscal asimétrico 
para ambos tipos de renta, siendo en general más moderada la carga fiscal 
soportada por las rentas del capital con respecto a las del trabajo con el objeto 
de evitar una huida de capitales hacia otros territorios con una fiscalidad más 
favorable 15. El auge del teletrabajo permite cuestionar, nuevamente, este pos-
tulado.

13  CASANELLAS CHUECOS, M (2022), “Incidencia del criterio de residencia fiscal en el 
ámbito de la imposición personal del teletrabajador”, Revista General de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, 63: 251.

14  Véase la descripción que de estas dos premisas básicas realiza ESCRIBANO, E (2022: 
576-577).

15  Así sucede en el caso del IRPF español en el que las rentas del ahorro se someten a una 
tarifa progresiva más atenuada que aquélla que soportan las rentas del trabajo, junto al resto de 
rendimientos que integran la base imponible general (arts. 63 y 66 LIRPF).
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Resulta evidente, por tanto, que estas dos premisas básicas sobre los que 
se asienta la arquitectura de la tributación internacional de las rentas del tra-
bajo, y que explican el reparto de potestades tributarias que en relación a este 
tipo de rentas se efectúa en los Convenios para evitar la doble imposición, 
han quedado, hoy en día, desfasadas. El teletrabajo confiere la posibilidad al 
empleado de fijar su residencia fiscal en un lugar distinto de aquél en el que 
se encuentra su centro de trabajo, pudiendo decidir, en consecuencia, fijar o 
trasladar su residencia a otra localidad dentro del propio Estado, o en su caso, 
al extranjero. Esta flexibilidad ha propiciado un incremento de la movilidad 
internacional de trabajadores, constituyendo esta nueva realidad que, como 
decimos, no concilia bien con el actual marco regulatorio internacional de 
imposición sobre la rentas del trabajo, como trataremos de poner de manifies-
to a continuación.

III.2. 	La determinación de la residencia fiscal de los 
teletrabajadores internacionales como criterio de sujeción

Como ya hemos indicado, son dos los principales criterios de conexión 
utilizados por los Estados para justificar el gravamen: la residencia (obligación 
personal) y la territorialidad (obligación real).

La residencia fiscal de las personas físicas resulta definida por la norma-
tiva específica de cada Estado. En nuestro caso, es la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
(en adelante, LIRPF) la que establece los criterios generales para considerar 
a una persona física “residente” en territorio español, y en consecuencia, con-
tribuyente de este Impuesto por todas las rentas, incluidas las del trabajo, que 
perciba a lo largo del año natural (período impositivo).

III.2.1. 	 La residencia fiscal en España

El art. 9.1 de la LIRPF establece tres criterios de residencia, que coinciden 
con los tradicionalmente utilizados por nuestra legislación, y también con los 
habituales en Derecho comparado 16, bastando la simple concurrencia de uno 

16  En el Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 598), se indica que los criterios más 
extendidos en los países de nuestro entorno combinan los criterios de permanencia en el te-
rritorio, con la existencia de una vivienda principal o permanente, y el centro de intereses eco-
nómicos y vitales (Alemania, Austria, Bélgica, Chequia, Eslovaquia, Francia, Grecia, Hungría, 
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de ellos para considerar a la persona física como residente a efectos fiscales en 
nuestro país 17. La determinación de la residencia fiscal en nuestro país es una 
cuestión fáctica que requiere de un análisis de cada caso en particular, junto a 
una valoración singularizada de todas las circunstancias concurrentes y prue-
bas aportadas. 

En concreto, se entiende que el contribuyente tiene su residencia en te-
rritorio español cuando se dé alguna de estas circunstancias: 

a) 	 Cuando permanezca más de 183 días, durante el año natural, en te-
rritorio español. Aclara la norma que para determinar este período 
de permanencia se computarán las ausencias esporádicas 18, salvo que 
el contribuyente acredite su residencia fiscal en otro país 19. A estos 
efectos, la Administración tributaria considera que dicha acredita-

Italia y Polonia). En algunos casos más excepcionales la condición de residente se puede ad-
quirir o presumir con la inscripción en el registro civil (Bélgica e Italia). Y más recientemente 
se están instaurando regímenes híbridos o de semi-residencia que suelen llevar aparejada una 
tributación reducida y de base territorial (como es el régimen de “residentes no domiciliados” 
de Reino Unido, Irlanda, Chipre o Malta; “residentes no habituales” en Portugal; régimen para 
“nuevos residentes” en Italia, o el de “trabajadores desplazados” en Grecia). Puede consultarse 
también el estudio comparado de las reglas de residencia fiscal seguidas en la imposición sobre 
la renta de las personas físicas, realizado por ESCRIBANO, E. (2022: 580-584).

17  GIL GARCÍA, E (2022), “La residencia fiscal de las personas físicas: indeterminación, 
ubicuidad y deslocalización”, Civitas, Revista Española de Derecho Financiero, 193: 126.

18  El concepto jurídico de “ausencias esporádicas” ha sido objeto de una gran contro-
versia causada por su evidente indeteterminación, y la vasta interpretación realizada por la 
Administración tributaria, que tendía a considerar cualquier ausencia como esporádica a falta 
de acreditación de la residencia fiscal en otro territorio. Puede consultarse, en este último sen-
tido, las Consultas de la DGT V2056-15, de 1 de julio; V0507-17, de 27 de febrero; y V1381-17, 
de 2 de junio.

Esta controversia se ha mitigado en parte tras la aclaración efectuada por el Tribunal 
Supremo indicando que la permanencia fuera del territorio español por un período superior 
a 183 días no puede ser considerada como una ausencia esporádica; así como, que ha de aten-
derse al dato objetivo de la duración de la ausencia, con independencia de la voluntad e inten-
cionalidad del sujeto respecto de su regreso, o no, al territorio español. Véase las SSTS de 28 
de noviembre de 2017 (rec. núm. 812/2017), de 18 de enero de 2018 (rec. núm. 823/2017, 
831/2017, y 894/2017), y de 1 de marzo de 2018 (rec. núm. 934/2017). Este criterio ha sido 
asumido por la Dirección General de Tributos, en las Consultas V0103-20, de 17 de enero; 
V2030-20, de 19 de junio; y, V0195-21, de 8 de febrero.

19  En el caso de que el país sea una jurisdicción no cooperativa, la Administración tribu-
taria podrá exigir que se pruebe la permanencia en dicho territorio durante 183 días en el año 
natural.

Por otra parte, aclara el art. 9.1 LIRPF que para determinar el período de permanen-
cia, no se tendrán en cuenta las estancias temporales en España que resulten de las obligacio-
nes contraídas en acuerdos de colaboración cultural o humanitaria, a título gratuito, con las 
Administraciones públicas.
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ción ha de efectuarse mediante certificado de residencia fiscal válida-
mente emitido por la autoridad fiscal del otro Estado 20.

b) 	 Cuando radique en España el núcleo principal o la base de sus activi-
dades o intereses económicos, de forma directa o indirecta.

Junto a los anteriores, se prevé también una presunción de residencia fis-
cal en territorio español cuando resida habitualmente en España, conforme a 
alguno de los dos criterios anteriores, el cónyuge no separado legalmente y los 
hijos menores de edad que dependan del contribuyente.

Por otra parte, conviene recordar que el art. 8.2 LIRPF contiene una regla 
específica que resulta aplicable a aquellos supuestos en los que el contribu-
yente, que ha de ser en este supuesto, además, nacional, traslada su residencia 
fiscal a una jurisdicción no cooperativa (anteriormente denominada como 
paraíso fiscal), previéndose que, en tal caso, una vez acreditada su nueva resi-
dencia fiscal, seguirá siendo considerado contribuyente del IRPF en el perío-
do impositivo en el que se efectúe el cambio de residencia y durante los cuatro 
períodos impositivos siguientes. Con esta disposición antiabuso se pretende 
evitar la deslocalización del contribuyente mediante el traslado de su residen-
cia hacia una jurisdicción más favorable.

Estos criterios de residencia contemplados en la LIRPF presentan debili-
dades como factores de atracción de la residencia fiscal, si los trasladamos al 
contexto del teletrabajo en el que el sujeto puede prestar sus servicios labo-
rales de manera remota sin conexión con el territorio 21. En el caso del crite-
rio de permanencia, se ha de reconocer que la mayor dificultad estriba en su 
compleja comprobación; de ahí que la Administración tributaria se sirva de 
diferentes herramientas, incluidas las basadas en el procesamiento de big data 
e Inteligencia Artificial, para poder determinar si efectivamente el sujeto es 
residente, o no, conforme a este parámetro 22. 

En relación al criterio de vinculación económica, además de la compleji-
dad derivada nuevamente de su indeterminación, y de su discordancia con el 
previsto en los Convenios para evitar la doble imposición 23, se ha de añadir 

20  Consulta de la DGT V0406-17, de 15 de febrero de 2017.
21  Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 597).
22  Véase las consideraciones realizadas por GIL GARCÍA, E. (2022: 146-147) sobre los 

cambios de residencia y su control mediante herramientas basadas en big data.
23  Como veremos seguidamente, en los Convenios para evitar la doble imposición suscri-

tos por nuestro país se toma en consideración un concepto más amplio, como es el de “centro 
de intereses vitales”; de ahí que se haya propuesto la posible integración en un solo criterio 
más amplio, similar al previsto en los CDIs, de los actuales criterios de vinculación económica 
y familiar, de tal modo que se aproxime nuestra normativa interna a lo dispuesto en tales con-
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que, de la jurisprudencia y doctrina administrativa, se infiere que la obtención 
significativa de rentas en España y la localización en nuestro país de la mayor 
parte de los bienes de una persona, es lo que permite considerar que el centro 
de intereses económicos se encuentra en territorio español 24. En consecuen-
cia, cobra especial importancia, aunque no es un aspecto decisivo, el lugar 
desde el que se realiza la actividad de la que se obtienen las principales fuen-
tes de renta 25; aspecto éste que encaja dificultosamente con las actividades 
digitales, lo que complica en estos supuestos la localización de la residencia 
fiscal en nuestro país. 

III.2.2. 	 Conflictos de doble residencia fiscal y potencial doble imposición

El incremento del teletrabajo en un contexto internacional determina 
que, dependiendo de las circunstancias concurrentes en cada supuesto, y con-
forme a los criterios de residencia establecidos por cada uno de los Estados 
implicados, podemos encontrarnos tanto con supuestos de doble residencia 
fiscal del teletrabajador (y, en consecuencia, de potencial doble imposición); 
como con el fenómeno contrario, esto es, supuestos de “no imposición”, en 
cuanto que el teletrabajador no cumple ninguno de los requisitos establecidos 
por la legislación de los Estados implicados para ser considerado residente 
fiscal. 

Este último es un fenómeno aún residual que ha comenzado a detectarse 
respecto de un determinado perfil o colectivo de teletrabajadores internacio-
nales que cambian habitualmente de lugar de residencia, y que precisamente 
por ello se les conoce como “nómadas digitales”. En la medida en que este 
colectivo ha ido cobrando un mayor protagonismo, los Estados han focaliza-
do su atención en estos trabajadores internacionales, adoptando diversas es-
trategias y medidas, incluidas las de tipo fiscal, con el objeto de favorecer su 
establecimiento en sus respectivos territorios. Éste es el caso de nuestro país 
en el que se ha aprobado, recientemente, la Ley 8/2022, de 21 de diciembre, 

venios, y se consiga, además, atribuir “un mayor protagonismo al criterio de carácter familiar 
ante la realidad creciente del teletrabajo” (Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria, 2022: 600). En 
parecidos términos, ESCRIBANO (2022:586) reconoce que las reglas más subjetivas, como las 
basadas en el centro de intereses vitales de la persona, son más efectivas a la hora de retener la 
residencia fiscal de los “nómadas digitales”, y en especial aquellas que ponen el énfasis en los 
vínculos personales sobre los económicos.

24  GIL GARCÍA, E. (2022: 132-133).
25  Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de julio de 2006 (rec. núm. 3400/2001). Véase, 

también, la Consulta de la DGT V3084-13, de 17 de octubre de 2013.
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de fomento del ecosistema de empresas emergentes, en la que se han incor-
porado diversas medidas con el objeto de crear un ecosistema favorable al 
establecimiento de emprendedores y trabajadores a distancia, incluidos los 
nómadas digitales. A estos efectos, se definen a los nómadas digitales como 
aquellas “personas cuyos empleos les permiten trabajar en remoto y cambiar de resi-
dencia frecuentemente, compatibilizando el trabajo de alta cualificación con el turismo 
inversivo en el país de residencia” 26. El hecho de que estos sujetos trasladen con-
tinuamente su residencia, puede determinar que pierdan vínculos con su país 
de origen ni los lleguen a crear en los territorios por los que van transitando, 
de tal modo que no lleguen a estar sujetos por obligación personal en ningún 
Estado; constituyendo, por tanto, una especie de “apátrida fiscal”. Éste es un 
fenómeno que, hasta la fecha, se había producido respecto de las personas ju-
rídicas, y que con la progresiva generalización del teletrabajo internacional se 
está comenzando a generar también en relación a las personas físicas. En estos 
supuestos más excepcionales, estos nómadas digitales únicamente tributarán 
en los Estados (de la fuente) por los que transitan, siempre que las rentas del 
trabajo que perciban se entiendan localizadas en sus respectivos territorios al 
concurrir los criterios de sujeción por obligación real dispuestos en su norma-
tiva interna. 

Por tanto, la aplicación de los criterios de residencia fijados por cada país, 
cuando nos encontramos ante trabajadores que se desplazan desde su lugar 
de residencia a otro país para desempeñar su actividad laboral en remoto, 
puede determinar que dicho teletrabajador sea considerado residente a efec-
tos fiscales por ambos Estados. Se produce, por tanto, un conflicto de doble 
residencia 27. En estos supuestos, si existe un convenio de doble imposición 
entre los dos Estados implicados, se resolverá el citado conflicto, aplicando las 
reglas de desempate (tie-break rules) previstas en los citados Convenios 28. 

Convine aclarar, con carácter previo, que los CDIs no incorporan un con-
cepto propio de residencia fiscal, sino que se remiten a lo dispuesto en la legis-
lación interna de cada uno de los Estados contratantes (art. 4.1. MC OCDE). 
Ello determina que al coincidir generalmente los criterios de conexión es-
tablecidos por los Estados en su normativa interna, se produzcan conflictos 

26  Preámbulo de la citada Ley 8/2022, de 21 de diciembre.
27  En el Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 598) se propone, teniendo en cuen-

ta el contexto actual de movilidad creciente de personas físicas, la posibilidad de flexibilizar la 
regulación nacional del período impositivo en supuestos de cambio de residencia fiscal para 
evitar la aparición de conflictos de doble residencia y supuestos de doble imposición.

28  En caso de inexistencia de CDI, en principio, la persona física tributará como resi-
dente en ambos Estados, y se corregirá la doble imposición soportada, en su caso, aplicando la 
normativa interna de cada uno de ellos.
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de doble residencia fiscal respecto de un determinado contribuyente. A estos 
efectos, se dispone en el art. 4.2 del MC OCDE (que, recordemos, es el segui-
do en la práctica totalidad de los CDIs firmados por el Estado español) que 
cuando la persona física se considere residente en ambos Estados contratan-
tes, su situación se resolverá del siguiente modo: 

En primer lugar, se considerará que la persona física reside en el Estado 
en el que tenga una vivienda permanente a su disposición, entendiendo por 
tal, el lugar en el que tiene la propiedad o el disfrute de una vivienda, que ha 
de ser permanente en el sentido de que “la persona física la habrá acondicio-
nado y reservado para su uso permanente, a diferencia de la estancia en un 
determinado lugar en condiciones tales que sea evidente que la misma se pre-
tende de corta duración” 29. En otras palabras, ha de tratarse de un inmueble 
en propiedad o en arrendamiento que se encuentre a disposición del contri-
buyente para un uso continuado y no ocasional. 

En el caso de que tenga una vivienda permanente en ambos Estados, se 
le considerará residente exclusivamente del Estado con el que mantenga rela-
ciones personales y económicas más estrechas; esto es, tenga su centro de in-
tereses vitales. A tal fin, se tomarán en consideración sus relaciones familiares 
y sociales, sus ocupaciones, sus actividades políticas, culturales o de otro tipo, 
la localización de su actividad económica, y el lugar desde el que se administra 
su patrimonio, entre otras circunstancias 30. 

En tercer lugar, y en defecto de los dos criterios anteriores, se atenderá 
al Estado en el que “viva habitualmente”, en el sentido de estar regular o nor-
malmente presente en uno de estos dos Estados, y no en el otro, durante un 
período de tiempo dado 31.

En cuarto lugar, en el supuesto de que viva habitualmente en ambos Es-
tados o en ninguno de ellos, se le considerará residente exclusivamente del 
Estado del que sea nacional.

Y, por último, en caso de que sea nacional de ambos Estados o de ninguno 
de ellos, las autoridades competentes de los Estados contratantes resolverán el 
supuesto de mutuo acuerdo, y de conformidad con el procedimiento estable-
cido en el art. 25 MC OCDE.

Ahora bien, tal y como se ha puesto de manifiesto, estas reglas de desem-
pate no responden adecuadamente al fenómeno de la movilidad creciente 

29  Comentarios al art. 4, párrafos 12 y 13 MC OCDE.
30  Comentarios al art. 4, párrafo 15, del MC OCDE.
31  Comentarios al art. 4, párrafo 19, del MC OCDE.
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de las personas físicas en una economía global y digitalizada; de tal modo que 
sería conveniente aclarar, entre otros aspectos, el criterio de “vivienda per-
manente” para evitar determinados comportamientos de planificación fiscal 
llevada a cabo por algunos contribuyentes, y reforzar aquellos indicadores 
que impliquen un mayor arraigo 32. En este sentido, ESCRIBANO (2022: 586) 
propone que se altere el orden de prelación de las reglas de desempate, de tal 
manera que el criterio de centro de intereses vitales pase a ocupar la primera 
posición en detrimento de la regla de vivienda permanente, que considera 
más susceptible de manipulación, y en consecuencia, que “el Estado con el 
que el teletrabajador mantiene un vínculo más sólido y significativo gane la 
carrera por la residencia fiscal a efectos de la aplicación del Convenio”.

III.3. 	La tributación de las rentas percibidas por el 
teletrabajador

En el contexto del teletrabajo internacional, partimos de la base de que el 
teletrabajador y la empresa empleadora se encuentran en jurisdicciones dis-
tintas. En este supuesto, cobran especial relevancia los convenios para evitar la 
doble imposición suscritos por los Estados implicados, puesto que contienen 
las reglas de reparto de la soberanía fiscal en relación a las rentas obtenidas 
por el teletrabajador. 

En primer lugar, por tanto, resulta crucial averiguar si existe un convenio 
para evitar la doble imposición que resulte aplicable en cada caso concreto. Al 
respecto, conviene recordar que España tiene actualmente suscritos 99 CDIs 
que se encuentran en vigor, y además, que la mayoría de estos Convenios han 
sido firmados siguiendo el Modelo de Convenio tributario sobre la renta y el 
patrimonio de la OCDE (en adelante, MC OCDE), de tal modo que, ante la 
imposibilidad de examinar en un trabajo de estas características todos y cada 
uno de los citados Convenios, nos vamos a referir, a continuación, a las reglas 
de reparto de la potestad tributaria previstas en el citado MC OCDE respecto 
de los rendimientos del trabajo.

III.3.1. 	 La tributación de las rentas del trabajo en los CDIs

En el ámbito de los Convenios para evitar la doble imposición, resulta 
fundamental identificar el Estado de residencia (del perceptor de la renta) 

32  Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 601).
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y el Estado de la fuente (en el que se obtiene la renta) para la aplicación de 
las reglas de reparto de la potestad tributaria entre los dos Estados contratan-
tes. En el caso de que un teletrabajador residente en un Estado se desplace 
a nuestro país, con el objeto de desempeñar su actividad laboral a distancia 
mediante la utilización de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de te-
lecomunicación; el Estado de origen sería considerado, en principio, Estado 
de residencia, y nuestro país, el Estado de la fuente. 

A su vez, se ha de tener en cuenta que las rentas percibidas por el teletra-
bajador por el desempeño de su actividad laboral se califican, conforme a la 
normativa convencional, como “rentas del trabajo dependiente”, disponien-
do el artículo 15 del MC OCDE que “los sueldos, salarios y otras remuneraciones 
similares obtenidos por un residente de un Estado contratante en razón de un trabajo 
dependiente sólo pueden someterse a imposición en ese Estado, a no ser que el trabajo 
dependiente se desarrolle en el otro Estado contratante. Si el trabajo dependiente se desa-
rrolla en este último Estado, las remuneraciones derivadas del mismo pueden someterse 
a imposición en él” (apartado 1). Y se añade que, “no obstante lo dispuesto en el 
apartado 1, las remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado contratante 
en razón de un trabajo dependiente realizado en el otro Estado contratante sólo pueden 
someterse a imposición en el Estado mencionado en el primer lugar si: a) el perceptor 
permanece en el otro Estado durante un período o períodos cuya duración no exceda, en 
conjunto, de 183 días en cualquier período de doce meses que comience o termine en el 
año fiscal considerado, y b) las remuneraciones son pagadas por, o en nombre de, un em-
pleador que no sea residente del otro Estado, y c) las remuneraciones no son soportadas 
por un establecimiento permanente que el empleador tenga en el otro Estado”. 

En el caso de las rentas del trabajo, como vemos, el art. 15 MC OCDE 
reconoce la tributación en exclusiva en el Estado de residencia del trabajador 
con carácter general. Ahora bien, cabe la posibilidad de que dichas rentas del 
trabajo tributen también en el Estado de la fuente (en el que se realiza el tra-
bajo), cuando concurran las dos siguientes circunstancias: 

Por un lado, que el trabajador permanezca en el Estado de la fuente más 
de 183 días. Se requiere, por tanto su presencia física durante ese período 
temporal mínimo con independencia de la localización del empleador. Se ha 
cuestionado este umbral de presencialidad exigida (183 días) por su carácter 
excesivo, especialmente si se repara en el escenario actual de alta movilidad; 
planteándose dos posibles opciones alternativas para su modificación. La pro-
puesta mayoritaria centra su atención en la reducción del umbral requerido. 
En este sentido, en el Dictamen del Comité Económico y Social sobre “Fiscali-
dad de los teletrabajadores transfronterizos y sus empleadores”, de noviembre 
de 2022, se recomienda a los Estados miembros que graven las rentas percibi-
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das por los teletrabajadores localizados en su territorio cuando el número de 
jornadas trabajadas en dicho país superen los 96 días al año 33. Otra propuesta 
alternativa sugiere la supresión de este requerimiento de presencia física en 
el Estado de la fuente. Al respecto, ESCRIBANO (2022: 598) recuerda que en 
el art. 17 del MC OCDE referente a las rentas percibidas por artistas y depor-
tistas no se exige requisito de presencialidad alguna en el Estado de la fuente 
para que éste pueda someter a gravamen las citadas rentas, pues se parte del 
presupuesto de la alta movilidad que normalmente caracteriza a este tipo de 
contribuyentes. En opinión de la citada autora, y atendiendo a la creciente 
movilidad del factor trabajo, se podría trasladar una solución similar respecto 
de las rentas del trabajo, de tal modo que el art. 15 se limite a demandar la rea-
lización del trabajo en el territorio, sin exigencias temporales, y en consecuen-
cia, reconociéndose así potestad para gravar estas retribuciones laborales a 
cualquier territorio desde el que se preste los servicios de forma proporcional 
al número de días de presencia física en él.

 Por otro lado, es preciso que las rentas del trabajo sean pagadas por una 
entidad o establecimiento permanente situado en el Estado de la fuente. El 
objeto de esta condición es evitar la tributación en la fuente de los empleos de 
corta duración en la medida en que las retribuciones no se admitan como un 
gasto deducible en el Estado de la fuente porque el empleador no esté sujeto 
a imposición en dicho Estado, al no ser residente en el mismo, ni disponer 
en él de un establecimiento permanente 34. Este requisito exige coincidencia 
entre el lugar en el que se desarrolla el trabajo y la localización del empleador, 
situándose ambos en el Estado de la fuente, bajo la premisa (no tan cierta en 
la actualidad) de que el trabajo normalmente se desarrolla en el territorio en 
el que se encuentra ubicada la empresa empleadora 35.

Como vemos, el art. 15 MC OCDE se ha construido bajo la premisa de que 
el trabajo ha de realizarse presencialmente, y generalmente, en el lugar en 
el que se encuentra la entidad empleadora. En consecuencia, resulta impres-
cindible, para que el Estado de la fuente pueda someter a tributación la renta 
obtenida por el trabajador, que éste se encuentre presente físicamente en su 
territorio. Ahora bien, como se ha puesto de manifiesto por el Comité de Ex-
pertos encargados de elaborar el Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 
602-603), el auge del trabajo online, y especialmente a raíz de la pandemia, 

33  Se manifiesta, asimismo, a favor de la reducción del número de días de presencia fí-
sica requerida para legitimar el gravamen de las rentas del trabajo percibidas por parte del 
Estado de la fuente, el Comité de Expertos encargado de elaborar el Libro Blanco sobre la Reforma 
Tributaria (2022: 602).

34  Vid. apartado 6.2 de los Comentarios al art. 15 MC OCDE.
35  ESCRIBANO, E. (2022: 593).
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pone de manifiesto la inadecuación de la norma de atribución de las rentas 
del trabajo recogida en el art. 15 MC OCDE, y en particular, del requisito de 
realización del trabajo en el Estado de la fuente. Parece evidente la incompa-
tibilidad del requisito de presencia física del trabajador con la realidad actual 
del teletrabajo, sin que se haya aprovechado la última actualización llevada 
a cabo del MC OCDE en el año 2017 para hacer frente a esta problemática. 
Como se reconoce, por otra parte, en el citado Informe, “si se sigue extendien-
do como hasta ahora el teletrabajo internacional no debería tardarse en abrir 
el debate sobre si las rentas derivadas del trabajo a distancia deben tributar 
en el país de residencia del trabajador, donde se realice el trabajo o en el país 
de residencia del pagador, extremo también relacionado con la obligación de 
practicar retenciones por el empleador no residente” 36.

III.3.2. 	 La tributación de las rentas percibidas por un teletrabajador 
residente fiscalmente en España

En el caso de que el Estado de la residencia del teletrabajador sea nuestro 
país, dicho trabajador deberá tributar, como contribuyente del IRPF, por su 
renta mundial con independencia del país en el que se encuentre la empresa 
empleadora y/o pagadora de la renta, de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, reguladora del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas. Al respecto, las rentas percibidas como contraprestación, 
cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, 
que deriven directa o indirectamente del trabajo personal o de la relación 
laboral o estatutaria, se calificarán como rendimientos íntegros del trabajo, 
conforme a lo establecido en el art. 17.1 LIRPF, y se procederá a su cuantifi-
cación siguiendo lo previsto en los arts. 18 a 20 LIRPF, y posterior integración 
y compensación, junto al resto de rendimientos e imputaciones de renta ob-
tenidos por este contribuyente, en la base imponible general en los términos 
previstos en el art. 48 LIRPF.

Asimismo, se ha de tener en cuenta que, en el caso de que concurran los 
requisitos previstos en el art. 93 de la LIRPF, a los que haremos referencia en 
un apartado posterior, este teletrabajador internacional residente fiscalmente 
en nuestro país, podrá acogerse al régimen especial de tributación contem-
plado en el citado precepto, tras su reciente modificación, y que conlleva un 
tratamiento fiscal más favorable que el otorgado, con carácter general, al res-
to de contribuyentes del IRPF. 

36  Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 602-603).
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III.3.3. 	 La tributación de las rentas percibidas en España por un 
teletrabajador no residente

En el supuesto de que el teletrabajador internacional desempeñe su ac-
tividad laboral desde nuestro país, sin ser residente fiscalmente en el mismo, 
se podrán sujetar a gravamen los rendimientos del trabajo obtenidos por el 
Impuesto sobre la Renta de los No Residentes, siempre que puedan conside-
rarse dichos rendimientos obtenidos en territorio español. Para ello, resulta 
imprescindible que concurran alguno de los criterios de conexión alternati-
vos que para esta fuente concreta de renta se prevén en el art. 13.1.c) del Real 
Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de los No Residentes (en 
adelante, TRLIRNR).

En particular, se consideran rendimientos del trabajo obtenidos en terri-
torio español, aquéllos en los que se dé alguna de las dos siguientes circuns-
tancias:

a) 	 Que deriven, directa o indirectamente, de una actividad personal de-
sarrollada en territorio español (art. 13.1.c) 1º TRLIRNR); resultando, 
por tanto, prioritario que el desempeño de la actividad laboral se lleve 
a cabo presencialmente desde el territorio español, con independen-
cia de que se preste a través de los dispositivos electrónicos, telemáticos 
o de telecomunicación, o sin ellos. Este criterio recuerda, en principio, 
al que hemos visto se establece en el art. 15.2 MC OCDE para legitimar 
el gravamen de estos rendimientos por parte del Estado de la fuente; si 
bien, en nuestra normativa interna no se supedita dicho gravamen al 
cumplimiento de un período mínimo de presencialidad.

b) 	 Que la entidad pagadora de los rendimientos del trabajo sea re-
sidente en territorio español (art. 13.1.c) 2º y 3º TRLIRNR); en 
particular, que se trate de retribuciones públicas satisfechas por la 
Administración pública, o en su caso, de remuneraciones abonadas 
por empresarios individuales, entidades residentes o establecimien-
tos permanentes ubicados en nuestro país por razón de un empleo 
ejercido a bordo de un buque o aeronave en tráfico internacional 37.

En estos supuestos, las rentas del trabajo que se consideren generadas en 
territorio español se someterán a tributación de manera individualizada en el 

37  No resultará de aplicación lo dispuesto en este apartado del art. 13.1.c) 2º y 3º del 
TRLIRNR, cuando el trabajo se preste íntegramente en el extranjero y los rendimientos del 
trabajo estén sujetos a un impuesto de naturaleza personal también en el extranjero.
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IRNR. La base imponible se determinará, de conformidad con lo dispuesto en 
el art. 24 TRLIRNR, por el importe íntegro de la renta obtenida, determina-
do de acuerdo con las normas de la LIRPF, sin deducción de gastos ni de las 
reducciones previstas en dicha disposición normativa. Ahora bien, cuando se 
trate de contribuyentes residentes en otro Estado miembro de la Unión Eu-
ropea, o en un Estado miembro del Espacio Económico Europeo con el que 
exista un efectivo intercambio de información tributaria, podrán deducirse 
los mismos gastos previstos en la LIRPF (en particular, en el art. 19 respecto 
de las rendimientos del trabajo), siempre que el contribuyente acredite que 
están relacionados directamente con los rendimientos obtenidos en España y 
que tienen un vínculo económico directo e indisociable con la actividad reali-
zada en nuestro país (art. 24.6 TRLIRNR). El tipo de gravamen será del 24 por 
ciento, salvo en el caso de contribuyentes residentes en un Estado miembro 
de la UE, o del Espacio Económico Europeo con el que exista un efectivo in-
tercambio de información, en el que resultará aplicable un tipo reducido del 
19 por ciento (art. 25.1.a) LIRNR). Estas rentas del trabajo percibidas por el 
teletrabajador no residente se entienden devengadas cuando resulten exigi-
bles o en la fecha de cobro si ésta es anterior (art. 27.1.a) LIRNR). 

III.4. 	La residencia fiscal del teletrabajador como criterio de 
competencia fiscal entre los Estados. El caso español

A medida que se ha ido extendiendo el teletrabajo de carácter internacio-
nal, los países han centrado su atención en esta realidad con el objeto de im-
plantar, extender o desarrollar regímenes fiscales específicos que favorezcan 
la atracción a su territorio de estos teletrabajadores internacionales, y en espe-
cial, de los nómadas digitales. Éste es un fenómeno que se está desarrollando 
a escala global, y por supuesto, también en el escenario europeo. Las nuevas 
formas de trabajo derivadas de la digitalización, y en particular, el hecho de 
que las nuevas tecnologías de la información permiten que cada vez más per-
sonas pueden elegir dónde residir, está contribuyendo a generar una compe-
tencia fiscal entre los Estados miembros de la UE en la imposición sobre la 
renta de las personas físicas. 

Como se reconoce en el Informe “Nex Forms of Tax Competition in the Euro-
pean Unión. An Empirical Investigation” 38, en las tres últimas décadas los Estados 
miembros de la UE han tratado encontrar una solución equilibrada entre la 

38  GODAR, S., FLAMANT, E., GASPAR, R. (2021): “New Forms of Tax Competition in 
the European Union. An Empirical Investigation”, EuTax Observatory, Report. 3: 9.
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necesidad de aumentar su “atractivo fiscal” con el objeto de captar nuevos ne-
gocios e inversiones, y aumentar así su recaudación fiscal, y al mismo tiempo, 
evitar una erosión de su base impositiva nacional. Una solución a esta difícil 
ecuación ha consistido en adoptar regímenes fiscales específicos que seleccio-
nan a los contribuyentes extranjeros generalmente con ingresos más elevados. 
Asimismo, a medida que ha crecido la movilidad internacional de profesio-
nales y trabajadores, los Estados miembros han ido incrementando su interés 
por atraerlos a su territorio como nuevos residentes. Así, como se reconoce 
en el citado Informe, mientras que en 1994 sólo existían cinco regímenes de 
este tipo en la UE (Reino Unido, Irlanda, Países Bajos, Bélgica y Dinamarca); 
en 2020, ya eran veintiocho. Algunas estimaciones recientes señalan que más 
de 200.000 contribuyentes se benefician en la UE de este tipo de regímenes, y 
que, en conjunto, generan una pérdida de ingresos de más de 4.500 millones 
de euros al año para el conjunto de la UE 39.

Estos regímenes fiscales preferenciales se establecen generalmente con 
dos objetivos: en unos casos, reforzar el atractivo económico de un determi-
nado país atrayendo a determinados perfiles de trabajadores, profesionales 
o ejecutivos cualificados, y a las empresas que los emplean, con lo que se pre-
tende favorecer el desarrollo económico y mejorar la competitividad del país. 
En los otros supuestos, resulta más difícil encontrar una justificación legítima 
más allá del interés por aumentar la recaudación fiscal. 

Nuestro país, España también se ha sumado a esta competición por con-
quistar a los teletrabajadores internacionales ofreciéndole una serie de incen-
tivos y ventajas, incluidas también algunas de naturaleza fiscal, que faciliten su 
desplazamiento y arraigo en nuestro territorio. En este sentido, en la recien-
temente aprobada Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosiste-
ma de empresas emergentes, se reconoce expresamente que “en una economía 
cada vez más globalizada e interdependiente y con un peso creciente de las empresas de 
base tecnológica y del trabajo a distancia con medios digitales, cobra cada vez más im-
portancia la atracción de talento e inversión”.

Esta preocupación por atraer y retener talento extranjero, y en particular, 
a profesionales y trabajadores altamente cualificados, junto a los llamados nó-
madas digitales, queda indubitadamente reflejado en la siguiente afirmación 
contenida en la Exposición de Motivos de la citada disposición normativa, en 
la que, además, se explicitan los principales atractivos de nuestro país para 
“conquistar” a estos profesionales. Se afirma, en este sentido, que “España pre-
senta importantes activos para la atracción de profesionales altamente cualificados que 

39  GODAR, S., FLAMANT, E., GASPAR, R (2021: 18).
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desarrollan su actividad, por cuenta propia o ajena, mediante herramientas electróni-
cas. Es el primer país en despliegue de fibra óptica dentro de la Unión Europea, lo que 
proporciona unas buenas condiciones de conectividad, incluso en zonas rurales. Junto 
a este aspecto determinante para estos trabajadores, cabe señalar otras características 
más subjetivas como pueden ser la benigna climatología, la forma de vida, la seguridad 
ciudadana, la cultura o la gastronomía, las excelentes universidades y la existencia de 
un creciente número de clusters de investigación y desarrollo tecnológico y de industrias 
creativas, alrededor de los que se desarrolla un ecosistema internacional de profesionales 
que hacen que nuestro país se posicione entre uno de los destinos más atractivos para 
teletrabajadores”.

Por tanto, con el propósito de favorecer el establecimiento en España de 
los emprendedores y trabajadores de empresas emergentes, así como de tra-
bajadores a distancia de todo tipo de sectores y empresas (los nómadas di-
gitales) se ha aprobado un importante conjunto de medidas, entre las que 
destacan aquellas orientadas a facilitar la entrada y residencia de este tipo de 
profesionales y trabajadores (un nuevo visado y autorización de residencia), 
junto a las destinadas a reconocerles, una vez instalados, un régimen fiscal 
especial ventajoso.

III.4.1. 	 Medidas para facilitar la entrada y permanencia de 
teletrabajadores internacionales

La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y 
su internacionalización prevé una serie de supuestos en los que se facilitará 
la entrada y permanencia en España por razones de interés económico, en-
tre los que se ha incluido recientemente a los “teletrabajadores de carácter 
internacional” 40. A estos efectos, se considera como tal, “[a]l nacional de un 
tercer Estado, autorizado a permanecer en España para ejercer una actividad laboral o 
profesional a distancia para empresas radicadas fuera del territorio nacional, mediante 
el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomunicación” 

40  Los extranjeros que verán facilitada su entrada y permanencia en territorio español 
por razones de interés económico, además de los teletrabajadores de carácter internacional 
citados en el texto, son los inversores, emprendedores, profesionales altamente cualificados, 
investigadores y trabajadores que efectúen movimientos intraempresariales. Evidentemente, 
estas medidas no serán aplicables a los ciudadanos de la Unión Europea ni a los extranjeros 
a los que sea de aplicación el derecho de la UE por ser beneficiarios de los derechos de libre 
circulación y residencia (art. 61 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los empren-
dedores y su internacionalización, tras su modificación por la Disposición final quinta de la Ley 
28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de empresas emergentes).
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(art. 74 bis Ley 14/2013, de 27 de septiembre). Y se añade, a continuación, 
que podrán solicitar el visado o la autorización de teletrabajo los profesionales 
cualificados que acrediten ser graduados o postgraduados de universidades 
de reconocido prestigio, formación profesional y escuelas de negocios de re-
conocido prestigio, o en su caso, que acrediten una experiencia profesional 
mínima de tres años 41.

En el caso de ejercicio de una actividad laboral, el titular de la autoriza-
ción por teletrabajo de carácter internacional sólo podrá trabajar para em-
presas radicadas fuera del territorio nacional; descartándose, por tanto, la po-
sibilidad de que el trabajador se haya desplazado a nuestro país para prestar 
sus servicios de manera telemática para una empresa, o en su caso, un esta-
blecimiento permanente de una entidad extranjera, localizados en España. 
En el caso de ejercicio de una actividad profesional, se permite que el titular 
de la autorización por teletrabajo de carácter internacional trabaje para una 
empresa situada en nuestro país, siempre y cuando el porcentaje de dicho tra-
bajo no sea superior al 20% del total de su actividad profesional.

Los extranjeros no residentes en España que estén interesados en residir 
en territorio español con el fin de teletrabajar en remoto para una empresa 
no localizada en nuestro país, podrán solicitar un “visado para teletrabajo de 
carácter internacional” que tendrá una vigencia máxima de un año, salvo que 
el período de trabajo sea inferior, en cuyo caso la vigencia del visado coincidi-
rá con dicho período (art. 74 quater Ley 14/2013).

Por su parte, los extranjeros que se encuentren en España de forma re-
gular, o que hayan accedido mediante el visado mencionado, podrán solicitar 
una “autorización de residencia para teletrabajo de carácter internacional”, 
con el fin de teletrabajar a distancia para una empresa localizada en el ex-
tranjero, por un período máximo de tres años, renovable por un período de 
dos años, siempre y cuando se mantengan las condiciones que generaron el 
derecho 42.

41  Para poder disfrutar de este régimen específico de entrada y permanencia en España 
previsto para teletrabajadores de carácter internacional, resulta necesario, además de que se 
cumplan los requisitos generales previstos en el art. 62 de la Ley 14/2013, que se reúnan deter-
minados requisitos adicionales previstos en el art. 74 ter de la citada Ley.

42  Como reconoce MORIES JIMÉNEZ (2023: 205), con estas nuevas medidas, España 
pretende sumarse así a otros países que vienen utilizando este tipo de visados para dar la bien-
venida y atraer a su territorio a teletrabajadores internacionales. Menciona MORIES (2023: 
206-209 algunos ejemplos de países que han establecido este tipo de visados específicos para 
atraer a los nómadas digitales, como es el caso de Alemania, Croacia, Estonia, Grecia, Hungría, 
Islandia, Italia, Malta, Noruega, Portugal, República Checa, y Rumanía. Fuera de Europa, cita 
el caso de Anguila, Antigua y Barbuda, Australia, Bahamas, Barbados, Bermudas, Cabo verde, 
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III.4.2. 	 Régimen fiscal específico para favorecer el establecimiento de 
teletrabajores internacionales

El art. 93 LIRPF contempla un régimen especial, opcional y temporal 
para trabajadores desplazados a territorio español, conocido como régimen 
de impatriados, que se ha visto recientemente modificado por la Ley 28/2022, 
de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes, 
con el objeto de incluir expresamente en su ámbito subjetivo de aplicación a 
los teletrabajadores internacionales 43.

Este régimen es aplicable a las personas físicas que adquieran su residen-
cia fiscal en España como consecuencia de su desplazamiento a territorio es-
pañol, y cumplan, adicionalmente, los siguientes requisitos:

a) Que no haya sido residente en España durante los cinco períodos im-
positivos anteriores a aquél en el que se produzca el desplazamiento 
a nuestro territorio. 

b) Que el desplazamiento a territorio español se produzca como conse-
cuencia de determinadas circunstancias. Entre otras, que dicho des-
plazamiento sea consecuencia de un contrato de trabajo, entendién-
dose cumplida esta condición cuando concurra alguna de estas dos 
situaciones: 

–	 Cuando se inicie una relación laboral (ordinaria o especial), o 
estatutaria con un empleador en España; o en su caso.

–	 Cuando el desplazamiento sea ordenado por el empleador y 
exista una carta de desplazamiento de éste, o en su caso, y aquí 
reside la principal novedad incorporada con el objeto de ha-
cer extensible este régimen a teletrabajadores internacionales, 
“cuando, sin ser ordenado por el empleador, la actividad laboral se preste 
a distancia, mediante el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos, 
telemáticos y de telecomunicación”. 

	 En particular, se entiende cumplida esta circunstancia en el caso de 
teletrabajadores por cuenta ajena que cuentan con un visado para 

Islas Caimán, Colombia, Costa Rica, Curazao, Dominica, Dubai, Georgia, Indonesia, México, 
Mauricio, Seycheles y Tailandia; reconociendo, finalmente, que “la batalla por la conquista del 
nómada digital está servida”.

43  Cfrs. la Disposición transitoria 17 de la LIRPF, y los arts. 113 a 120 del Real Decreto 
439/2007, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas (en adelante, RIRPF).
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teletrabajo de carácter internacional al que hemos hecho referencia 
supra.

c) 	 Que no haya obtenido rentas que puedan ser calificadas como rentas 
obtenidas a través de un establecimiento permanente situado en te-
rritorio español, salvo que se trate de un sujeto que lleve a cabo una 
actividad emprendedora, o un profesional altamente cualificado que 
preste servicios a empresas emergentes.

Para la aplicación de este régimen especial no es preciso que el teletraba-
jador realice íntegramente todo el trabajo a distancia desde nuestro país, sino 
que puede teletrabajar un período de tiempo a lo largo del año desde otro u 
otros territorios, puesto que la regulación actual no exige expresamente que 
el trabajo deba desarrollarse íntegramente desde nuestro territorio 44.

Por otra parte, se ha reprochado que el ámbito de aplicación de este ré-
gimen fiscal resulta excesivamente amplio; proponiéndose una reducción del 
mismo, de tal modo que resulte aplicable a trabajadores y profesionales espe-
cialmente cualificados, relacionados directa y principalmente con actividades 
de investigación, desarrollo e innovación, científicas o de carácter técnico, 
con los requisitos y condiciones que se establezcan reglamentariamente, de 
forma similar a los regímenes existentes en Dinamarca, Francia, Suecia, Países 
Bajos y otros sistemas similares de Derecho comparado. En este sentido, en 
el Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 613) se ha defendido que el 
hecho de que se circunscriba más estrictamente el ámbito subjetivo de aplica-
ción, “contribuiría a fortalecer la fundamentación de este régimen desde la 
perspectiva del principio de igualdad tributaria en términos de razonabilidad 
y adecuación al principio de proporcionalidad” 45.

Tras la reciente modificación de este régimen especial por la Ley 28/2022, 
de 21 de diciembre, se admite expresamente la posibilidad de que puedan 
acogerse al mismo, y por tanto, que puedan optar también por tributar por 
el IRNR, manteniendo la condición de contribuyentes por el IRPF, el cónyu-

44  ESCRIBANO, E (2022: 590).
45  Asimismo, se ha de tener en cuenta que los contribuyentes que se acojan a esta opción 

no tienen la consideración de residentes a efectos de la aplicación de un Convenio para evitar 
la doble imposición al estar sujetos a imposición exclusivamente por las rentas que obtienen 
de fuentes situadas en España, como veremos a continuación. Ésta es la interpretación seguida 
en varias contestaciones a consultas por la DGT en las que ha señalado que el contribuyente 
que opte por la aplicación de este régimen especial podrá solicitar un certificado de residencia 
fiscal (tal y como se reconoce, por otra parte, en el art. 120 RIRPF), pero no a los efectos de que 
resulten aplicables las disposiciones del Convenio. Vid. Consultas de la DGT V2918-17, de 17 de 
noviembre de 2017, y V1167-19, de 28 de mayo de 2019.
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ge del contribuyente y sus hijos (menores de veinticinco años, o cualquiera 
que sea su edad en caso de discapacidad), o en el supuesto de inexistencia de 
vínculo matrimonial, el progenitor de éstos. En tal caso, es necesario que se 
cumplan los siguientes requisitos:

a)	 Que el desplazamiento del cónyuge y descendientes, o en su caso, 
del progenitor, se produzca en el mismo momento que el desplaza-
miento del contribuyente principal acogido al régimen especial (en 
nuestro caso, del teletrabajador internacional). Se admite igualmen-
te que el desplazamiento se produzca en un momento posterior, 
siempre que no haya finalizado el primer período impositivo en el 
que al teletrabajador le resulte de aplicación el régimen especial.

b)	 Que adquieran la residencia fiscal en España.

c)	 Que no hayan sido residentes en España en los últimos cinco pe-
ríodos impositivos anteriores a aquél en el que se produce el 
desplazamiento.

d)	 Que no obtengan rentas a través de un establecimiento permanente 
situado en territorio español.

e)	 Que la suma de las bases liquidables de los contribuyentes (cónyuge 
o progenitor, y descendientes) en cada uno de los períodos impo-
sitivos en los que les resulte de aplicación el régimen especial, sea 
inferior a la base liquidable del contribuyente principal (el teletraba-
jador internacional).

La aplicación de este régimen especial implica que la deuda tributaria del 
IRPF se determinará con arreglo a las normas de cuantificación previstas para 
el IRNR, para las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento perma-
nente, y en particular, conforme a lo estipulado en los arts. 24 a 33 del TRLIR-
NR; con determinadas especialidades expresamente recogidas en el art. 93 
LIRPF. En primer lugar, la totalidad de los rendimientos del trabajo obtenidos 
por el contribuyente durante la aplicación de este régimen especial se consi-
derarán obtenidos en territorio español. 

Asimismo, se ha de tener en cuenta que, a efectos de la liquidación del im-
puesto, se gravan acumuladamente las rentas obtenidas por el contribuyente 
en territorio español durante el año natural, sin que sea posible compensa-
ción alguna entre ellas. 

La base liquidable está formada por la totalidad de las rentas obtenidas en 
nuestro país durante el año natural, distinguiéndose dos grupos: 
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De un lado, se sitúan los dividendos y otros rendimientos derivados de la 
participación en los fondos propios de una entidad, los intereses y otros rendi-
mientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios y las ganancias 
patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de la transmisión de 
elementos patrimoniales; a los que se les aplica una escala de gravamen coin-
cidente con la prevista en el IRPF para las rentas del ahorro (art. 66 LIRPF).

Por otro lado, al resto de rentas, se le aplicarán los tipos que se indican en 
la siguiente escala:

Base liquidable

-

Euros

Tipo aplicable

-

Porcentaje

Hasta 600.000 euros 24

Desde 600.000,01 euros en adelante 47

El tipo general coincide con el previsto en el TRLIRNR para los no resi-
dentes procedentes de terceros Estados no miembros de la UE ni del EEE, 
para las bases liquidables hasta 600.000 euros, incrementándose a partir de 
dicho importe el tipo de gravamen al 47%. 

Por último, este régimen especial se aplicará durante el período impositi-
vo en el que el contribuyente adquiera su residencia fiscal en territorio espa-
ñol, y durante los cinco períodos impositivos siguientes (en total, 6 anualida-
des); si bien, cabe la posibilidad de que el contribuyente renuncie al régimen 
o sea excluido del mismo, conforme a lo dispuesto en los arts. 117 y 118 del 
RIRPF.

Consideran CUBERO TRUYO y TORIBIO BERNÁRDEZ (2009: 15-16) 
que este régimen fiscal especial puede ser interpretado desde un doble punto 
de vista: de un lado, como un beneficio fiscal destinado a favorecer la interna-
cionalización de las empresas españolas o la penetración en el mercado espa-
ñol de entidades extranjeras, que puedan traer personal directivo o personal 
técnico especializado con el incentivo de una tributación más favorable; y, de 
otro, podría ser considerado como una fórmula adecuada y procedente de 
afrontar las situaciones de transitoriedad o de traslados de residencia fiscal. 
En este sentido, podría ser considerado como un régimen intermedio aplica-
ble a situaciones de residencia dudosa, o no muy arraigada, en las que podría 
resultar injusto sujetar al contribuyente a tributación por obligación personal 
(y, por tanto, gravar su renta mundial); de tal modo que con este régimen es-
pecial se le permite a este tipo de contribuyentes tributar exclusivamente por 



	 La dimensión fiscal del teletrabajo 	 265

las rentas obtenidas en territorio español. Ahora bien, tal y como indican estos 
autores, este régimen debería aplicarse condicionado a que el sujeto benefi-
ciario del mismo siga siendo considerado residente en su país de procedencia. 
Lo contrario, implica dar la entrada a verdaderos apátridas fiscales, que pue-
den esquivar de este modo principios esenciales como el de progresividad e 
incluso lograr una doble no imposición.

IV. 	 FISCALIDAD DEL TELETRABAJO EN EL CONTEXTO 
NACIONAL. ESPECIAL REFERENCIA A LAS IMPLICACIONES 
FISCALES DE LA LEY 10/2021, DE TRABAJO A DISTANCIA

El legislador español ha regulado de forma específica y autónoma el tra-
bajo a distancia, y el teletrabajo como una modalidad de aquél, mediante el 
Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, tramitado posteriormente 
como Ley 10/2021, de 9 de julio de trabajo a distancia, cuyo objetivo es “pro-
porcionar una regulación suficiente, transversal e integrada en una norma 
sustantiva única que dé respuestas a diversas necesidades, equilibrando el uso 
de estas nuevas formas de prestación de trabajo por cuenta ajena y las venta-
jas que suponen para las empresas y personas trabajadoras, de un lado, y un 
marco de derechos que satisfagan, entre otros, los principios sobre su carácter 
voluntario y reversible, el principio de igualdad de trato en las condiciones 
profesionales, en especial la retribución incluida la compensación de gastos, 
la promoción y la formación profesional, el ejercicio de derechos colectivos, 
los tiempos máximos de trabajo y los tiempos mínimos de descanso, la igual-
dad de oportunidades en el territorio, la distribución flexible del tiempo de 
trabajo, así como los aspectos preventivos relacionados básicamente con la fa-
tiga física y mental, el uso de pantallas de visualización de datos y los riesgos de 
aislamiento” 46. Con esta Ley se persigue, en definitiva, potenciar y clarificar el 
panorama laboral del trabajo a distancia, y fijar los derechos y obligaciones de 
los agentes que opten por el teletrabajo 47. 

Casi simultáneamente se ha aprobado el Real Decreto-ley 29/2020, de 
29 de septiembre, de medidas urgentes de trabajo en las Administraciones 
Públicas y de recursos humanos en el Sistema Nacional de Salud para hacer 
frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, que modifica el Texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre), con el fin de introducir 

46  Exposición de Motivos de la Ley 10/2021, de 9 de julio.
47  Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 605).
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el artículo 47 bis referente al teletrabajo. A estos efectos, “se considera teletrabajo 
aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido compe-
tencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio 
lo permitan, fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecno-
logías de la información y comunicación” (apartado 1). La prestación del servicio 
mediante teletrabajo en estos casos deberá ser expresamente autorizada y re-
sultará compatible con la modalidad presencial; siendo, además, voluntario y 
reversible (salvo en supuestos excepcionales debidamente justificados) 48. Se 
reconoce que el personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá 
los mismos deberes y derechos, individuales y colectivos, que se reconocen 
al resto del personal que los realice de manera presencial, salvo aquellos que 
sean inherentes a la prestación del servicio presencialmente; y además, que 
la Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en 
esta modalidad, los medios tecnológicos para su actividad.

Por su parte, en la Ley 10/2021, de 9 de julio, se define el trabajo a distan-
cia como “forma de organización del trabajo o de realización de la actividad laboral 
conforme a la cual esta se presta en el domicilio de la persona trabajadora o en el lugar 
elegido por ésta, durante toda su jornada o parte de ella, con carácter regular 49”, siendo 
el “teletrabajo”, “aquel trabajo a distancia que se lleva a cabo mediante el uso exclu-
sivo o prevalente de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomunicación” 
(art. 2 de la citada Ley) 50. 

Existen, no obstante, dos ausencias significativas en este texto normativo. 
De un lado, no se hace referencia, como tal, al teletrabajo internacional, en-
tendido como aquél en el que el trabajador desempeña su actividad laboral en 
remoto, sirviéndose de dispositivos electrónicos, en un país distinto del que se 
encuentra la empresa empleadora. Y, de otro, no se afronta la dimensión fiscal 
del teletrabajo 51; lo que, como se ha puesto de manifiesto por parte de los au-
tores que se han acercado al estudio de esta cuestión, genera algunas dudas y 

48  Se prevé expresamente en el art. 47 bis que la prestación del servicio del teletrabajo 
se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo del Estatuto básico del 
empleado público, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente 
y contemplarán criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación del servicio. 
Asimismo, se añade que el teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a 
través de la identificación de objetivos y la evaluación de su cumplimiento.

49  A estos efectos, se entiende que es regular el trabajo a distancia que se presta, en un 
período de referencia de tres meses, un mínimo del treinta por ciento de la jornada o el por-
centaje proporcional equivalente en función de la duración del contrato de trabajo (art. 1 de la 
Ley 10/2021, de 9 de julio).

50  Por su parte, se define el trabajo presencial como “aquel trabajo que se presta en el centro de 
trabajo o en el lugar determinado por la empresa” (art. 2 de la Ley 10/2021, de 9 de julio).

51  Libro Blanco sobre la Reforma Tributaria (2022: 605).
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cuestiones problemáticas tanto para las empresas como para los propios traba-
jadores ante la Administración tributaria, al no existir un adecuado marco de 
seguridad jurídica que clarifique el tratamiento fiscal que ha de recibir la cesión 
de medios, equipos y herramientas por parte de la empresa al trabajador para 
que éste pueda desarrollar su actividad, ni respecto del pago o compensación 
por la empresa de los gastos relacionados con los equipos, herramientas y me-
dios vinculados para el desarrollo de la actividad laboral. Este vacío normativo 
ha sido (y es) una fuente de controversia entre la Administración tributaria y los 
contribuyentes acogidos a esta modalidad de prestación de servicios laborales. 

En la Ley 10/2021, de 9 de julio, se parte de la premisa de que el trabajo a 
distancia, y en concreto, el teletrabajo, será voluntario para los dos sujetos de la 
relación laboral; y se prevé que ambos sujetos suscriban un acuerdo de trabajo 
a distancia, en el que, entre otros extremos, figure el “inventario de los medios, 
equipos y herramientas que exige el desarrollo del trabajo a distancia concertado, incluidos 
los consumibles y los elementos muebles, así como de la vida útil o período máximo para la 
renovación de éstos”; y la “enumeración de los gastos que pudiera tener la persona traba-
jadora por el hecho de prestar servicios a distancia, así como forma de cuantificación de 
la compensación que obligatoriamente debe abonar la empresa y momento y forma para 
realizar la misma, que se corresponderá, de existir, con la previsión recogida en el convenio 
o acuerdo colectivo de aplicación” (arts. 5 y 7 de la citada Ley 10/2021). Todo ello, 
evidentemente, sin perjuicio de la regulación recogida al respecto en los conve-
nios o acuerdos colectivos. Este contenido específico del acuerdo de trabajo a 
distancia entre empleador y empleado ha de reflejar, en consecuencia, los dere-
chos reconocidos a este último en el citado texto normativo.

En este sentido, se ha de tener presente que, entre el elenco de derechos 
de las personas teletrabajadoras, se encuentran los relativos a la dotación y 
mantenimiento de medios y al abono y compensación de gastos, reconocidos 
en los artículos 11 y 12, respectivamente, de la citada Ley 10/2021, y que tie-
nen un inevitable impacto en el ámbito fiscal. En particular, son numerosas 
las dudas que se han suscitado acerca del tratamiento fiscal que ha de recibir 
la materialización de ambos derechos, especialmente, respecto del trabajador 
y su incidencia en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

IV.1. 	 El derecho a la dotación suficiente y mantenimiento de 
medios, equipos y herramientas: su problemática fiscal

El art. 11 de la Ley 10/2021 reconoce el derecho de las personas que tra-
bajan a distancia a la dotación y mantenimiento adecuado por parte de la 
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empresa de todos los medios, equipos y herramientas necesarios para el de-
sarrollo de la actividad, conforme al inventario incorporado en el acuerdo de 
trabajo a distancia referido, y con los términos establecidos, en su caso, en el 
convenio o acuerdo colectivo de aplicación 52. En el caso de que la empresa 
proporcione a los trabajadores los medios, equipos y herramientas necesarias 
para realizar el trabajo a distancia, se ha planteado el interrogante de si la ce-
sión de este material puede ser calificada como una retribución del trabajo en 
especie de conformidad con lo dispuesto en el art. 42.1 de la LIRPF, en el que, 
recordemos, se definen como tales “la utilización, consumo u obtención, para fines 
particulares, de bienes, derechos o servicios de forma gratuita o por precio inferior al nor-
mal de mercado, aún cuando no supongan un gasto real para quien las conceda”. Se 
podría considerar, en principio, que en la medida en que el trabajador puede 
utilizar los medios, equipos y herramientas para fines particulares, estamos 
ante una renta en especie, que habrá de ser integrada junto al resto de rentas 
del trabajo percibidas por el contribuyente (el teletrabajador), procediéndose 
a su cuantificación conforme al valor de mercado del referido material, al que 
se adicionaría el correspondiente ingreso a cuenta no repercutido (conforme 
a lo establecido en el art. 43.1 LIRPF).

Ante la duda suscitada, la Dirección General de Tributos considera, en 
términos generales, que no existe retribución en especie cuando la empresa 
pone a disposición del empleado las máquinas, útiles o herramientas de pro-
piedad o titularidad de la empresa que sean necesarias para que dicho traba-
jador realice su tarea. En este sentido, afirma la DGT que “la inexistencia de 
rendimiento del trabajo debe afirmarse no sólo en el caso de que la puesta a 
disposición del trabajador de los referidos medios (máquinas, útiles y herra-
mientas) se produzca en los locales de la empresa, sino también cuando el 
trabajador presta sus servicios fuera de dichos locales, como ocurre cuando 
desarrolla su trabajo en su propio domicilio en los supuestos de teletrabajo, 
o en el domicilio de los clientes de la empresa” 53. Ahora bien, reconoce, a 
continuación, que “en términos generales, debe tenerse en cuenta que po-
drá constituir un rendimiento del trabajo en especie, de acuerdo con el antes 
reproducido art. 42.1 de la Ley del Impuesto, la utilización, consumo, u ob-
tención para fines particulares del trabajador de aquellos medios: máquinas, 
útiles y herramientas”. En consecuencia, habrá de valorarse, en cada supues-
to, la naturaleza de la herramienta cedida por la empresa a sus trabajadores y 
su indudable conexión con el desempeño de la actividad laboral, teniendo en 

52  En el caso de personas trabajadoras con discapacidad, la empresa asegurará que los 
medios, equipos y herramientas facilitados, incluidos los digitales, sean universalmente accesi-
bles, para evitar cualquier exclusión por esta causa.

53  Consulta de la DGT V0150-22, de 31 de enero de 2022.
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cuenta las circunstancias concurrentes 54. A estos efectos, además, para que se 
califique como retribución en especie, no es necesaria la utilización efectiva, 
sino la “facultad de disponer del bien, derecho o servicio entregado para sus 
usos particulares” 55.

Por su parte, DURÁN SINDREU (2020) reconoce que para que el uso 
particular de tales medios pueda ser considerado una retribución en especie 
del trabajo personal, y por tanto, quede integrada en el salario del trabajador, 
es necesario que se trate de una “contraprestación o utilidad que derive, di-
recta o indirectamente, del trabajo personal o de la relación laboral”, en los 
términos utilizados por el art. 17.1 LIRPF para definir los rendimientos del 
trabajo 56. Y, añade que, la Ley del trabajo a distancia deja claro que la dota-
ción de medios al teletrabajador para que desempeñe sus tareas laborales es 
un derecho de aquél, y a su vez, una obligación de la empresa, y por tanto, 
queda al margen de cualquier pacto retributivo que pueda estipularse entre 
las partes. En este sentido, la entrega de los medios requeridos para el desem-
peño del trabajo tiene su razón de ser en la imperativa necesidad de disponer 
de los mismos para poder llevar a cabo las tareas propias del lugar de trabajo 
que, en el caso del teletrabajo, integran su propia configuración y definición 
normativa. 

En consecuencia, y coincidimos con el citado autor, la disponibilidad y 
uso de tales medios (especialmente, respecto de los dispositivos electrónicos) 
debe ser entendido como una herramienta indispensable para el desarro-
llo profesional y laboral del trabajador, y por ello, no puede ser considerada 
como una contraprestación por el trabajo realizado, y por tanto, a nuestro 
juicio, no debe incorporarse al salario percibido por el trabajador como una 
retribución en especie sujeta a tributación en el IRPF. En este sentido, señala 
MORIES JIMÉNEZ (2021) que “debiera también primar la “razón principal” 
que motiva la cesión que, no es otra que permitir al trabajador cumplir con 
sus tareas, pudiendo considerarse que ese uso residual –difícil de valorar ob-
jetivamente- no tiene carácter de retribución en especie, teniendo en cuenta 
que quien obtiene el beneficio principal por el uso de esos equipos o herra-
mientas con fines laborales es la propia empresa” 57. 

54  Tal y como se infiere de la Consulta V0150-22, ya citada.
55  ROVIRA FERRER, I (2021) “Las entregas y compensaciones de gastos a causa del tra-

bajo a distancia en el IRPF de los empleados”, Revista Jurídica de Castilla y León, 55:15.
56  En parecidos términos, se define también el salario en el art. 26.1 del Estatuto de los 

Trabajadores.
57  MORIES JIMÉNEZ, M.T (2021) “Régimen fiscal de las compensaciones retributivas 

derivadas del teletrabajo: cuestiones sin resolver y propuestas de regulación en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas”, Quincena fiscal, 8 (versión electrónica).
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Sin embargo, el parecer de la Administración tributaria dista de esta op-
ción. En este sentido, como hemos visto, entiende que cuando convergen 
los dos usos, personal y laboral, la simple disponibilidad de uso ya implica la 
existencia de una retribución en especie, con independencia de que el uso 
personal que el trabajador efectúe de los medios que la empresa pone a su dis-
posición sea real y efectivo. Esta interpretación, no obstante, confronta con el 
tratamiento que reciben, en el ámbito de las actividades económicas, los ele-
mentos patrimoniales afectos por el contribuyente al ejercicio de las mismas, 
en cuanto que la normativa específica admite la posible utilización simultánea 
para el desempeño de la actividad económica y también para necesidades pri-
vadas, siempre que la utilización para estas últimas sea accesoria y notoria-
mente irrelevante. A estos efectos, se entiende cumplida esta condición cuan-
do dichos bienes se destinen al uso personal del contribuyente en días y horas 
inhábiles durante los cuales se interrumpa el ejercicio de dicha actividad 58. 
Un tratamiento similar podría trasladarse al ámbito de las rentas del trabajo 
dependiente en relación con la utilización de los medios, equipos y herra-
mientas cedidos por la empresa para el desempeño del trabajo a distancia.

En cualquier caso, para evitar esta problemática, en el Libro Blanco sobre 
la Reforma Tributaria (2022: 606), se propone la incorporación de un nuevo 
apartado en el artículo 42.2 de la LIRPF (que recoge un listado de utilidades 
o contraprestaciones que no se consideran rendimientos del trabajo en espe-
cie, y por tanto, no gravadas) que clarifique expresamente que no se calificará 
como renta en especie, la cesión de uso de medios, equipos y herramientas 
necesarios para el desarrollo de la prestación del trabajo a distancia. 

En nuestra opinión, al intentar determinar el tratamiento fiscal de este 
tipo de herramientas, equipos o materiales utilizados por el teletrabajador de-
biera tomarse en consideración la finalidad de la cesión, que no es otra que 
el trabajador pueda desarrollar de manera efectiva su actividad laboral, y por 
tanto, que se trata de instrumentos que resultan necesarios para el cumpli-
miento de la prestación laboral; y, además, se ha de recordar que el teletraba-
jo no puede suponer una merma o perjuicio para el teletrabajador, ni conlle-
var un tratamiento diferenciado con respecto a los trabajadores presenciales. 
En este sentido, se afirma en la Exposición de Motivos de la Ley 10/2021, de 9 
de julio, que “las personas que desarrollan trabajo a distancia se beneficiarán 
de los mismos derechos que los garantizados por la legislación y los convenios 
colectivos aplicables a las personas comparables que trabajen o, de existir, tra-

58  Cfr. Art. 29 LIRPF y art. 22.2 y 4 del Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el 
que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante, 
RIRPF).
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bajasen, en los locales de la empresa, sin que dicha modalidad de organiza-
ción suponga cambio alguno en el estatus jurídico de la persona trabajadora, 
ni constituya causa justificativa por sí misma para modificar las condiciones 
laborales ni para extinguir la relación laboral”. Se ha de intentar garantizar, 
en consecuencia, “el mismo nivel de protección”. De ahí que, en nuestra opi-
nión, debiera considerarse el potencial uso privado que pueda hacer el te-
letrabajador de los bienes, equipos y medios cedidos por la empresa como 
irrelevante, y por tanto, no constitutivo de renta del trabajo en especie; o, en 
su caso, declarar expresamente su exención a efectos tributarios.

A la espera de que se adopte, en su caso, una posible modificación nor-
mativa, y con el fin de limitar las consecuencias tributarias perjudiciales para 
el teletrabajador que se derivan de la interpretación realizada por la Admi-
nistración tributaria, coincidimos con CASANELLAS CHUECOS (2020: 267) 
en que es esencial que en el acuerdo de trabajo a distancia firmado entre el 
teletrabajador y la empresa y, en su caso, en el correspondiente convenio o 
acuerdo colectivo, se proceda a la identificación precisa de los medios, herra-
mientas y equipos entregados al teletrabajador, poniendo especial énfasis en 
el uso exclusivamente laboral de los mismos y en la naturaleza no retributiva 
de la entrega de dichos bienes.

Por último, cabe la posibilidad de que la adquisición de los medios, equi-
pos y herramientas la realice directamente el trabajador, procediendo la em-
presa al posterior reembolso del coste efectivo tras la justificación documen-
tal del gasto mediante la presentación de la correspondiente factura 59. En tal 
caso, el tratamiento fiscal aplicable dependerá de a qué sujeto corresponde 
la titularidad del bien, esto es, si los medios y herramientas adquiridos pasan 
a ser titularidad de la empresa, o en su caso, del trabajador tras la compra. Si 
el material adquirido pasa a ser titularidad de la empresa, nos encontramos, 
nuevamente, ante una cesión de uso de un bien propiedad del empleador, 
por lo que resultarían aplicables las mismas consideraciones realizadas ante-
riormente. Por su parte, si tras el reembolso del gasto la propiedad pasa a ser 
del trabajador (que tendrá, por tanto, plena disponibilidad del mismo para 
su uso personal y además, sin obligación de restitución), nos hallaríamos ante 
una retribución dineraria del trabajo personal sujeta a tributación en el IRPF. 
En este sentido, el art. 42.1 in fine LIRPF señala que “cuando el pagador de las 
rentas entregue al contribuyente importes en metálico para que éste adquiera los bienes, 
derechos o servicios, la renta tendrá la consideración de dineraria”.

59  Supuesto examinado por CASANELLAS CHUECOS (2020: 268).
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IV.2. 	 El derecho al abono y compensación de gastos: su 
problemática fiscal

Se reconoce al teletrabajador el derecho al abono o compensación de 
gastos, señalándose que “el desarrollo del trabajo a distancia deberá ser sufragado 
o compensado por la empresa, y no podrá suponer la asunción por parte de la persona 
trabajadora de gastos relacionados con los equipos, herramientas y medios vinculados 
al desarrollo de su actividad laboral” (art. 12 Ley 10/2021, de 9 de julio) 60. Al res-
pecto, se ha de tener en cuenta que, en ocasiones, es el trabajador quien se en-
carga de adquirir los medios necesarios para el desempeño de su actividad la-
boral, compensando a posteriori la empresa dichos gastos justificados mediante 
la correspondiente factura. En estos supuestos, y sin perjuicio de lo señalado 
anteriormente respecto de la cesión de medios y herramientas, normalmente 
no estaremos ante un rendimiento del trabajo (ex art. 17 LIRPF), siempre que 
el reembolso efectuado por la empresa se corresponda, y no exceda, del gasto 
justificado. En el supuesto de que la cantidad reembolsada por la empresa sea 
superior al gasto justificado por el trabajador, dicho exceso podrá ser conside-
rado una renta gravable del IRPF, y en particular, un rendimiento dinerario 
del trabajo 61. 

Más problemática resulta la situación en la que la empresa entrega una 
cantidad a tanto alzado al trabajador para que abone o compense los gastos 
relacionados con el desarrollo de su actividad laboral; pues podría ser consi-
derada una retribución dineraria sometida al impuesto, conforme a lo esta-
blecido en el art. 17.1 y art. 42.1 in fine LIRPF, y sujeta a retención a cuenta 62. 
Al respecto, y teniendo en cuenta que en estos casos la finalidad es compensar 
unos gastos relacionados directamente con el trabajo, en el Libro Blanco so-
bre la Reforma Tributaria (2022: 608) se apuesta por establecer un sistema de 
exención similar al previsto para las dietas y asignaciones para gastos de loco-
moción, manutención y estancia 63, fijando una cantidad a tanto alzado que 
pudiera quedar excluida dentro de los límites que se establezcan reglamen-
tariamente. Se considera, en este sentido, que esta propuesta, además de pro-
porcionar un tratamiento fiscal más neutral entre trabajo presencial y trabajo 

60  Los convenios o acuerdos colectivos podrán fijar el mecanismo para la determinación 
y compensación o abono de estos gastos (art. 12.2 Ley 10/2021, de 9 de julio).

61  Vid. Consulta de la DGT V0932-14, de 2 de abril, y V1930-20, de 12 de junio.
62  Cabe también la posibilidad, planteada por CASANELLAS CHUECOS (2020:270), de 

que la empresa abone las cuantías correspondientes a la entidad suministradora de los servicios 
utilizados por el teletrabajador para el desempeño de sus tareas. Este es un caso excepcional en 
el que se entiende que no cabría considerarlos como rendimientos del trabajo en la medida en 
que quedase clara su vinculación con las actividades profesionales del trabajador.

63  Arts. 17.1.d) LIRPF y art. 9 RIRPF.
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a distancia, aporta una mayor seguridad jurídica 64. Además, ésta es la solución 
por la que se está optando en otros países de nuestro entorno, como es el caso 
de Bélgica y Francia.

Igualmente resulta problemática la situación en la que la compensación 
abonada por la empresa se refiere a gastos que proceden simultáneamente 
del trabajo y del uso particular (como puede suceder respecto de los suminis-
tros cuando se teletrabaja desde el domicilio particular). Al respecto, ROVIRA 
FERRER (2021: 27-29) propone que la normativa predetermine el cálculo de 
su no tributación, de forma similar a lo que ya contempla en sede de rendi-
mientos de la actividad económica respecto de los suministros 65, en cuanto 
que, en relación a esta última fuente de renta, se permite expresamente la de-
ducción de una parte de los gastos generados por los suministros de la vivien-
da desde la que se desempeña la actividad económica (en nuestro caso, desde 
la que se trabaja) en forma de presunción iuris tantum (únicamente el 30 % de 
la parte proporcional de la vivienda afectada), evitándose así el coste, la carga 
administrativa y la litigiosidad que conlleva la prueba de la parte realmente 
afectada a la actividad económica (en nuestro caso, laboral). Esta autora con-
sidera más adecuado el empleo de una fórmula proporcional de su coste real 
susceptible de prueba en contrario que optar por la predeterminación del no 
gravamen de una cantidad fija, tal y como se contemplan respecto de las die-
tas y asignaciones para gastos de viaje.

Por otra parte, atendiendo especialmente a aquellos supuestos en los que 
la empresa no compensa los gastos en los que ha incurrido el teletrabajador 
por el desempeño de su actividad, se ha planteado también la posibilidad de 
considerar los gastos de suministro como gastos deducibles para la determi-
nación de los rendimientos netos del trabajo. Esta cuestión ha sido planteada 
ante la Dirección General de Tributos, quien ha respondido en sentido ne-
gativo, tomando en consideración que los referidos gastos de suministro no 
se encuentran incluidos dentro de los gastos deducibles que el art. 19.2 de 
la LIRPF establece de forma taxativa. En este sentido, añade, además, que al 
margen de la valoración que pueda hacerse de la correlación de estos gastos 

64  Se muestra también partidaria del reconocimiento de una exención en estos supues-
tos, DÍAZ CALVARRO, J.M (2023: 449) “Fiscalidad y teletrabajo: análisis de algunas cuestiones 
de interés”, en MARÍN ALONSO, I, IGARTUA MIRÓ, M.T., y SOLÍS PRIETO, C, Digitalización, 
desarrollo tecnológico y derecho del trabajo: nuevas perspectivas de sostenibilidad, Navarra: Aranzadi.

65  El art. 30.2.5º b) LIRPF prevé que “En los casos en que el contribuyente afecte parcialmente 
su vivienda habitual al desarrollo de la actividad económica, los gastos de suministro de dicha vivienda, 
tales como agua, gas, electricidad, telefonía e Internet, en el porcentaje resultante de aplicar el 30 por ciento 
a la proporción existente entre los metros cuadrados de la vivienda destinados a la actividad respecto a su 
superficie total, salvo que se pruebe un porcentaje superior o inferior”.
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con los rendimientos del trabajo obtenidos, “debe tenerse en cuenta, desde 
una consideración general, que el establecimiento de un importe genérico 
de gastos deducibles por importe de 2.000 euros 66 se realiza con el objetivo 
de incluir en él aquellos gastos de difícil especificación, cuantificación o justi-
ficación o no incluidos en los expresamente establecidos en el citado artículo 
19 de la Ley del Impuesto, que corresponden directa o indirectamente a la 
obtención de los rendimientos del trabajo” 67. Olvida, no obstante, la DGT la 
exigencia de igualdad de trato que subyace en la regulación específica del tra-
bajo a distancia, y en particular, la prohibición recogida en la ya citada Exposi-
ción de Motivos de la Ley 10/2021 de que el teletrabajo no debe implicar cam-
bio alguno en el estatus jurídico de la persona trabajadora ni constituir causa 
justificativa por sí misma para modificar sus condiciones laborales. En este 
sentido, coincidimos con DÍAZ CALVARRO (2023: 341) en que la compen-
sación debe coadyuvar a que la retribución sea la misma, se esté trabajando o 
no, y además no debe suponer una mayor carga fiscal al empleado que opta 
por el teletrabajo, entendiendo el concepto de retribución en sentido amplio, 
ya que una mayor presión fiscal supone una merma en sus rentas del trabajo. 

V. 	 CONCLUSIONES

La progresiva generalización y normalización del trabajo a distancia, y es-
pecialmente del teletrabajo, ha propiciado un incremento de las dudas y cues-
tiones relativas a su impacto desde el punto de vista fiscal. 

La actualidad del fenómeno ha determinado que se le preste una mayor 
atención, y que se haya procedido a revisar y actualizar el marco normativo re-
gulatorio del mismo. Ahora bien, no se ha aprovechado la ocasión para efec-
tuar una regulación íntegra del teletrabajo tomando en consideración, junto 
a las cuestiones de naturaleza laboral, los aspectos tributarios que afectan a 
las retribuciones y compensaciones que las empresas entregan a los teletraba-
jadores. En este sentido, hemos visto cómo la Ley 10/2021, de 9 de julio, de 
trabajo a distancia, presenta dos importantes omisiones. De un lado, no hace 
referencia, como tal, al teletrabajo internacional, entendido como aquél en 
el que el trabajador y la empresa empleadora se encuentran en jurisdicciones 
fiscales distintas; y, de otro, no afronta la dimensión fiscal del teletrabajo. En 

66  Se refiere la DGT a la previsión incorporada en el art. 19.2 de la LIRPF en el que se 
menciona expresamente en el listado cerrado de gastos deducibles de los rendimientos del tra-
bajo, “en concepto de otros gastos distintos de los anteriores, 2.000 euros anuales” (letra f).

67  Consultas de la DGT V1130-21, de 27 de abril, y V1635-21, de 28 de mayo.
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relación, precisamente, a esta última ausencia hemos constatado cómo las di-
versas medidas adoptadas por el legislador interno en materia de teletrabajo 
pueden tener importantes consecuencias tributarias en el ámbito de la im-
posición personal del teletrabajador, especialmente la materialización de los 
derechos a la dotación suficiente y mantenimiento de medios, equipos y he-
rramientas, y al abono y compensación de gastos; por lo que sería conveniente 
que se procediese a la modificación de la normativa tributaria existente, en 
especial de la LIRPF, con el fin de adaptarla a esta modalidad laboral.

Por otra parte, resulta sabido que el teletrabajo proporciona a los em-
pleados una mayor capacidad de autonomía y de organización del tiempo 
de trabajo, y en consecuencia, una mayor flexibilidad, de tal modo que éstos 
pueden decidir el lugar desde el que quieren desempeñar su actividad labo-
ral, y en consecuencia, fijar o trasladar su residencia a cualquier localidad, sin 
que tenga que coincidir necesariamente con aquélla en la que encuentra su 
centro de trabajo o sede empresarial. A medida que el teletrabajo se ha ido 
generalizando, y especialmente a partir de la pandemia, se ha incrementado 
paralelamente la movilidad de los trabajadores tanto en el ámbito interno (en 
un principio, hacia los entornos rurales) y también en el internacional. Esta 
realidad tiene una incidencia directa en la tributación que corresponde a las 
retribuciones percibidas por el trabajador, en función de que dicho trabajo 
por cuenta ajena se entienda realizado dentro del territorio del que el sujeto 
es residente, o fuera del mismo; así como, también en función del criterio de 
sujeción adoptado por los posibles Estados implicados en el caso de estemos 
ante un supuesto de teletrabajo en el ámbito internacional.

En este último ámbito, adquieren una especial relevancia los Convenios 
para evitar la doble imposición suscritos entre los Estados (en nuestro caso, 
por España), dado que éstos contienen las reglas de reparto de la soberanía 
fiscal en relación a las rentas percibidas por el teletrabajador.

Al respecto, hemos visto cómo el art. 15 MC OCDE, en el que se basan la 
mayor parte de los CDIs suscritos por nuestro país, se ha construido sobre la 
premisa de que el trabajo ha de realizarse presencialmente, y además, normal-
mente desde el lugar en que se encuentra la empresa. Esta hipótesis de parti-
da sobre la que se asienta la tributación internacional de las rentas del trabajo 
no se adapta a la nueva realidad del teletrabajo, que posibilita que empleado 
y empresa se encuentren en jurisdicciones fiscales distintas. En este sentido, 
sería conveniente establecer un nuevo marco regulatorio internacional adap-
tado a estas nuevas formas de prestación del trabajo en el que se consensúen 
unas directrices básicas que permitan a los Estados determinar cómo y dónde 
han de tributar las rentas que perciben los teletrabajadores internacionales, y 
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de este modo, se proporcione seguridad jurídica a teletrabajadores y empre-
sas, evitándose situaciones de doble imposición, y también la doble carga fiscal 
que supone para estos sujetos tener que relacionarse con las Administraciones 
tributarias de distintas jurisdicciones fiscales, y al mismo tiempo, se garantice 
un reparto equitativo y justo de las rentas del trabajo entre todos los Estados. 

Por otra parte, conforme la opción por el teletrabajo se ha ido asentando 
y generalizando, como una modalidad en auge en la prestación de los servi-
cios laborales, sincronizada a los correlativos avances tecnológicos y la pro-
gresiva digitalización de la actividad empresarial, y especialmente a raíz de 
la pandemia, la movilidad internacional de los teletrabajadores se ha visto 
incrementada. Algunos Estados han sido conscientes de las oportunidades 
que brinda esta nueva situación, y han emprendido una carrera cuya meta es 
atraer a estos teletrabajadores internacionales a su territorio. En concreto, en 
el escenario de la UE, los Estados miembros están compitiendo entre sí, adop-
tando regímenes fiscales especiales (que consisten, fundamentalmente, en el 
reconocimiento de beneficios fiscales o aplicación de tipos de gravamen redu-
cidos) con la finalidad de captar a nuevos residentes, y en consecuencia, nue-
vos contribuyentes, lo que está generando una distorsión en la localización de 
las rentas de las personas físicas, y desequilibrando el reparto de los ingresos 
tributarios derivados de este tipo de rentas. En este sentido, como sea puesto 
de manifiesto por GIL GARCÍA (2022: 125), la residencia fiscal ha dejado de 
ser solamente un criterio de sujeción, para considerarse también un elemento 
de competencia fiscal.

Estamos asistiendo, por tanto, a una carrera de competencia fiscal a la 
baja que afecta a la imposición sobre la renta de las personas físicas, similar a 
la que se ha producido durante años en relación al Impuesto sobre Socieda-
des, pero que, como se ha puesto de manifiesto, tienen unas consecuencias 
potencialmente más peligrosas y relevantes en cuanto que afecta al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, y no puede olvidarse la importancia que 
tiene esta figura tributaria en términos distributivos y recaudatorios. 

La solución a esta situación resulta, en principio, clara. Sería conveniente 
que desde las instancias europeas se pusiese en marcha un proceso de coordi-
nación de las políticas fiscales de los Estados miembros con el objeto de evitar 
la deslocalización de contribuyentes (teletrabajadores) y esta competencia fis-
cal en la imposición sobre la renta. 

En el caso español, el régimen especial aplicable a los trabajadores despla-
zados en territorio español ha sido recientemente modificado con el objeto 
de ampliar el abanico de posibles sujetos que pueden acogerse al mismo, para 
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incluir expresamente a los teletrabajadores de carácter internacional. Al res-
pecto, son tres las principales novedades incorporadas: 

En primer lugar, se ha reducido el período previo a la adquisición de la 
residencia, pasando de diez a cinco períodos impositivos; flexibilizándose, de 
este modo, la exigencia de que el contribuyente no hubiese sido residente en 
territorio español, a partir de ahora, en los cinco ejercicios anteriores. 

En segundo lugar, se han ampliado los supuestos que determinan el des-
plazamiento a territorio español, y, en consecuencia, motivan la aplicación del 
régimen especial. En particular, hemos visto cómo el requisito de que exis-
ta un contrato de trabajo que justifique el desplazamiento, se entiende cum-
plido, no sólo cuando dicho traslado sea ordenado por el empleador, sino 
también cuando la actividad laboral se preste a distancia mediante el uso en 
exclusiva de medios tecnológicos, sin necesidad en este caso de que exista un 
mandato de la empresa. De este modo, se amplía la aplicación de este régi-
men a los teletrabajadores internacionales. 

Por último, se ha extendido la opción de acceder a este régimen fiscal es-
pecial a los miembros de la unidad familiar del trabajador desplazado; lo que, 
sin duda, incrementa el atractivo de régimen para los teletrabajadores con 
vínculos familiares. 

Esta nueva regulación el régimen de impatriados, junto a las medidas que 
la acompañan orientadas a facilitar la entrada y permanencia de los teletraba-
jadores internacionales, constituyen una clara apuesta por captar a este colec-
tivo de trabajadores, y fomentar su establecimiento en nuestro territorio. Este 
nuevo marco normativo incorporado por la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, 
mejora, sin duda, la competitividad de nuestro país y favorece su crecimiento 
económico; si bien, debiera encontrar también justificación en términos de 
justicia tributaria, y en especial, en el necesario respeto de los principios de 
igualdad, capacidad económica y progresividad que inspiran nuestro sistema 
tributario. 
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